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DEMANDA ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
CONTRA LA REPÚBLICA DE PANAMÁ

CASO DE TRABAJADORES DEL ESTADO DE PANAMÁ
DESTITUIDOS POR LEY 25 DE 1990

Señor Presidente y demás magistrados de la Corte lnteramericana de Derechos
Humanos:

-

-

-

-

La Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante la Comisión),
presenta a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la Corte), la
demanda que la Comisión plantea, dentro del término que establece el artículo 50 de
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la Convención), en
contra del Estado de Panamá (en adelante el Estado, o el Estado de Panamá o el Estado
panameño) por los hechos ocurridos a partir del 6 de diciembre de 1990 y
especialmente a partir del 14 de diciembre de dicho año en que se aprob6 la Ley N°
25, en que fueron arbitrariamente destituidos de sus cargos 270 empleados públicos
que habían participado en una manifestación por reclamos laborales, a quienes se
acusó de complicidad con una asonada militar. Posteriormente a su arbitrario despido,
en el procedimiento de sus quejas y demandas se cometieron en su contra una
sucesión de actos violatorios de sus derechos al debido proceso y la protección
judicial. La presente demanda, que comprende a 270 de las vfctimas de esta
destltucí6n masiva (en adelante los reclamantes) se ampara en lo establecido en los
artículos 50 y 51 de la Convención y se tramita de conformidad con las pautas
establecidas en el Capítulo 11, articule 26 Y siguientes del Reglamento de la Corte,
ajustándose en sus expresiones y definiciones al catálogo de términos legales
contenido en el artículo 2 del mismo Reglamento.

- De conformidad con el artrculo 23.6 y 26.4.b del Reglamento de la Corte se
adjunta, como parte de la presente demanda, copia del informe 37/97 de fecha 16 de
octubre de 1997, recaído en el caso 11.325, documento OEA/Ser/LIV/I1.97, 00c.20,
al que se refiere el artículo 50 de la Convención.

-
l. OBJETO DE LA DEMANDA

La Comisión solicita a la Corte:

-

-

-

1. Que declare que el Estado de Panamá ha violado, por actos de agentes
de sus Poderes Públicos, respecto de las 270 personas en cuyo nombre se promueve
el presente caso, los artículos S, derecho a las garantías judiciales; 9, principio de
legalidad y de irretroactividad; 10, derecho a indemnización; 15, derecho de reunión¡
16, derecho a la libertad de asociación; 25, derecho a la protección judicial, en
conexión con los artfculos 1.1 Y 2, de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, de la cual Panamá es Estado Parte.

-

-
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.... 2. Que declare que la ley 25 y la norma contenide en el artículo 43 de la
Constitución Política de Panamá, la cual permite la retroactividad de las leyes por
razones de fl orden público" o "interés social", tal como fueron aplicadas en el presente
caso, son contrarías El la Convención Americane y por ende deben ser modificadas o
derogadas de conformidad al artículo 2 de la Convención Americana

.-
, 3. Que declare, en base al principio I que el Estado de

Panamá ha violado los artículos 33 y 50.2 de la misma Convención, al incumplir las
recomendaciones formuladas por la Comisión en su informe 37/97.

....

....,

4. Que declare que el Estado de Panamá debe restablecer en el ejercicio de
sus derechos a los 270 trabajadores, reparar e indemnizar a las víctimas y/o 21 sus
familiares, por los hechos cometidos por sus agentes, que se detallan en este
demanda, conforme lo establece el artfculo 63.1 de la Convención.,

5. Que se condene al Estado de Panamá a pagar las costas de este proceso
y que reconozca el derecho de las víctimas y sus representantes ante la Comisión y
ante la Corte a ser reembolsados en sus gastos incurridos ante las autoridades
panameñas y ante los órganos del sistema interamericano.

,...
11. EXPOSICiÓN DE LOS HECHOS

....

,...

,...

6. El 16 de octubre de 1990, la Coordinadora de Sindicatos de Empresas
Estatales entregó al Gobierno de Panamá, presidido en ese entonces por el señor
Guíllermo Endara, un pliego de peticiones de carácter laboral en torno a cambios
propuestos en su programa político que la dirigencia sindical consideraba afectaban los
logros alcanzados por la clase trabajadora. El 16 de noviembre de 1990, mediante
Nota No. 251 5-S0DM, el Estado panameño rechazó todos los puntos solicitados dando
por terminado el proceso de negociación. Al no obtener atención a ninguna de sus
propuestas, la Coordinadora de Sindicatos de Empresas Estatales convocó a una
manifestación marcha para el 4 de diciembre de 1990 y a un paro laboral de 24 horas
para el día siguiente. Estas acciones se definían como "Un movimiento reivindicativo
producto de las demandas expresadas en el pliego de peticiones que se le entregaron
al señor Presidente de la República".

'-

....

7. Las demandas laborales contenidas en dicho pliego eran las siguientes:
1) La no privatización de las empresas estatales; 2) La derogación de las leyes que

reforman el Código de Trabajo; 3) El cese de los despedidos y el reintegro inmediato
de los dírigentes del sector estatal; 4) El pago del Décimo Tercer Mes y bonificaciones;
5) El respeto de la leyes laborales, reglamentos internos y los acuerdos pactados con
las organizaciones del sector estatal; 6) El respeto a las organizaciones laborales y sus
dirigentes; 7} La derogaci6n de los Decretos de Guerra, así como los Decretos Anti
Obreros promulgados por el actual gobierno (Admínlstración Endara)¡ 81 El

-

'-

••• I ¡•._--------------------------------- .'
.....,-.._._.- '* .... 10 ..... , • ,.. . .



, ,

OAS IACHR 141005

- 3 .
000005

- cumplimiento de los manuales de cargos y funciones, clasificaciones, escalas salariales
y evaluaciones; 9) Ratificación e implementación del Convenio 151 de la Organización
Internacional del Trabajo (0.1. T); 10) Que se respete la autonomía de las entidades
estatales; 11) La aprobación de una Carrera Administrativa, científica y democrática:
12) La no modificación que pretende disminuir los beneficios contemplados en la Ley
Orgánica de la Caja del Seguro Social y demás leyes sociales; 13) Que se entienda en
su justa dirección y se dé respuesta satisfactoria a 1!lI situación de los trabajadores de
la construcción, a los estudiantes del Instituto Nacional, !lI los refugiados de guerra y
a los moradores de loma Cová.

-

-

-

8. El 4 de diciembre, en que se realiza sin incidentes la marcha programada,
se da un hecho paralelo, aunque sin conexión: el Coronel Eduardo Herrera Hassán, ex
jefe de la Policía Nacional y otros militares detenidos, escapan de la cárcel de la isla
prisión de Flamenco y toman el cuartel principal de la Policía Nacional, ocupándolo por
toda la noche del 4 y parte del dra siguiente. Este hecho provoca una gran confusión
en todo el país, particularmente entre los dirigentes sindicales, quienes debido a la
asonada militar y a la pretensión del Gobierno de vincular su movilización con esos
hachos, deciden a las 7:30 a.m. del 5 de diciembre, suspender el paro. El Estado
insiste en que existe una relación directa entre ambos acontecimientos, califica la
acción sindical como "una participación cómplice" destinada a derrocar el Gobierno
constitucionalmente instalado, propone el despido masivo de todos aquellos
trabajadores que hubieran participado en ella y remite a la Asamblea Legislativa un
proyecto de ley en tal sentido, el que fue aprobado por ésta el 14 del mismo mes de
diciembre.

-

-

9. Aún cuando el paro fue suspendido y el Coronel Herrera capturado y
puesto a la orden de las autoridades panameñas el 6 de diciembre, la Asamblea
Legislativa aprobó el 14 de diciembre el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo
y sin esperar ni al menos su entrada en v'lgencia, a partir del 10 de diciembre comenzó
una sistemática política de despidos masivos de trabajadores de empresas públicas,
que concluyó con la destitución de las 270 personas peticionarias en el presente caso.

-

-

-

10. Como consecuencia de la aplicación de la Ley 25 de 14 de diciembre de
1990, cientos de funcionarios públicos que trabajaban en diferentes empresas
estatales fueron destituidos. El número de empleados públicos comprendidos en el
presente caso suma un total de 270, que corresponde a las siguientes instituciones
públicas: Autoridad Portuaria Nacional: 20 trabajadores; Empresa Estatal de Cemento
Bayano: 8 trabajadores; Instituto Nacional de Telecomunicaciones (lNTEL): 58·
trabajadores: Instituto Nacional de Recursos Naturales Renovables (INRENARE): 4
trabajadores; Instituto de Recursos Hidráulicos y Electrificación .(IRHE): 137
trabajadores; Instituto de Acueductos y. Alcantarillados (IDAAN): 32 trabajadores:
Ministerio de Obras Públicas: 10 trabajadores: Ministerio de Educación: 1 trabajadora:
Total: 270 trabajadores.

-

-
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11 . Luego de ser destituidos, Jos trabajadores presentaron sus reclamos de
conformidad con las leyes vigentes, pero bajo el argumento de que como éstas habían
sido dejadas sin efecto o modificadas parcialmente en virtud de la Ley 25', sus
reclamos fueron tramitados conforme al procedimiento creado especialmente para ellos
por dicha ley por lo que tuvieron que someterse no a los tribunales que les
correspondían, sino a los que les fueron impuestos después de entrar en vigencia la
Ley 25.

-

12. Asr, el procedimiento de carácter laboral y el Juez de Trabajo al que
estaban sometidos por la normativa vigente no sólo al momento de producirse los
hechos sino incluso después de que se produjeron la mayoría de los despidos, se
remplaze por un reclamo contencioso administrativo extraordinario totalmente ajeno
al ámbito laboral. Adicionalmente todos sus reclamos ante la Corte Suprema, mediante
un planteo de Inconstitucionalidad o ante su sala contencioso-administrativa fueron
desestimados.

a) Las vfctimas

- 13. Las víctlmas despedidas a partir deiS de diciembre de 1990 y sometidas
al régimen de la Ley 25 de 14 de diciembre de 1990 y que constituyen el objeto de la
presente demanda, se enumeran El continuación de acuerdo a la dependencia estatal
en la que laboraban:

-

--

-

-

Del Ministerio de Obras Públicas: 1. Leonidas A. Baena Ricardo, 2. Alfredo Berrocal
Arosemena, 3. Francisco J. Chacón, 4. Arístides Barba Vega, 5. Salvador Vela, 6.
Eugenio Delgado, 7. Juan O. Sanjur, 8. Porfirio Real, 9. Luis del Carmen Melgarejo
NlÍñez, 10. Juan de Gracia. De la autoridad Portuaria Nacional: 1. Cesar Aparicio
Aguilar, 2. Fernando Dimas, 3. EugeníoTejada, 4. Felipe Argote, 5. Cabeza Luis,
6. Rolando Graham, 7. Rigoberto Enríquez, 8. lida Ortega, 9. Ismael Campbell, 10.
Carlos Henry, 11. Tomas Morales, 12. Daniel José Health. 13. Maricela Rodríguez,
14. Miguel Martínez, 15. Carlos Archibol, 16. Gabino Young, 17. Sergio Marín, 18.
Jaime Legal, 19. Enrique Jiménez, 20. Luis Martrnez. De la Empresa Estatal de
Cemento Bayano: 1. José Corvalan; 2. Fernando Hernández, 3. Militza de Justavino,
4. Andrés Guerrero, 5. Marco Moscoso;6. Hildebrando Ortega, 7. SalÍl Ouiroz, 8.
Enrique SlIvera.

Del Instituto de los Recursos NaturaresRitnovables (INRENARE): 1. Elías Manuel
Ortega, 2. Euribiades Marín, 3. Domingo Montenegro Domínguez, 4. Cesar Augusto
Contreras Pérez.

-
1 Ver texto íntegro en ANEXO 14.

-
. .
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Del Ministerio de Educación: 1. Marina Elena Vlllelobos.

Del Instituto Nacional de Telecomunicaciones liNTEL): 1. Eduardo Cobos, 2. lralda
Castro, 3. Eduardo Williams, 4. Ricardo Simmons, ,5. Rolando Miller, 6. Yitus Henry,
7. Guillermo Torralba, 8. Elena García, 9. Alfonso Chambers, 10. Manuel Sánchez,
11. Francisco Segura, 12. Jorge Cobas" 13. Jorge Murillo, 14. Ricardo Powel, 15.
Antonio Murez. 16. María Sánchez, 17. Lidie Marín, 18. Gustavo Mendieta, 19.
Carlos Márquez, 20. Hermes Marín, 21. Gustavo Martrnez, 22. Alejandrina Gordon,
23. Leonel Angula, 24. Luis Estribl, 25. Carlos Catlina, 26. Orlando Camarena, 27.
Errol Vaciannie, 28. Regino Ramírez, 29. Carlos Mendoza, 30. Luis Coronado, 31.
Ricardo Rivera, 32. Rolando Roa, 33. Walters Vega, 34. Modier Méndez, 35. Tileia
Paredes, 36. Alexis Draz, 37. Marisol Matos" 38. Rigoberto Isaac, 39. Jorge
Aparicio, 40. Ramiro Barba, 41. Eugenio Fuentes, 42. Algis Calvo, 43. Marcos
Tovar, 44. ElbertoCobos, 45. Yadira Delgado, 46. Mireya Rodríguez, 47. Ivanor
Alonso, 48. Alfonso Fernández, 49. Rodólfo Campos, 50. Nemesio Nieves, 51.
Judith Correa, 52. Edgar de León, 53. ArholdoAguilar, 54. Marisol Landao, 55.
Wilfredo Renteria, 56. Segismundo Rodríguez,. 57. Pedro Valdez, 58. Ricardo
Guisepitt.

Oel Instituto de Acueductos y Alcantarilládos Nacil)nal (IDAAN): 1. Javier Muñoz, 2.
Marcos Guerrero, 3. Nicolás Soto, 4. Ernesto Walker, 5. Adela De Góndola, 6.
Vlctor Julio Carrldo, 7. David Clavo, 8. Germán Gálvez, 9. Aldo D'andrae. 10. Jorge
Rivas, 11. Hugo Pérez, 12. DiómedesRomero, .13. Paulina Villareal, 14. Euclides
Madrid, 15. Nelson Alvarado, 16. Arturo González, 17. Aurelio González, 18. Miguel
Prado P., 19. Roberto Guerra, 20. Cesar DeOvaldia, 21. Luís Bedoya, 22. José
Guaitoto, 23. Tomas González, 24. Florentino Cerrión, 25. Carlos Philíps, 26. Aómulo
Howard, 27. Alexis Cañas, 28. Nelson Cortes, 29. Roselío Luna, 30. David .Jaen, 31.
José Pérez, 32. Luis Cárdenas.

Oel Instituto De Recursos Hidráulicos y.J:lectrificación (IRHE): 1. Alegr(a, Jorge, 2.
Alemán, Andrés, 3. Andrade, Perlina De, 4. Anaya, Luis E., 5. Alvarado, Santiago,
6. Atencio A, Javier, 7. Arauz, Vletor.. S.Atendo, Pedro, 9. Arauz, Álvaro, 10.
Barraza, Rubén Darte, 11. Beamont, Catlos,12. Beluche, Samuel, 13. Bermúdez,
Andrés, 14. Bermúdez, Miguel, 15.'BernUil;Ll.lis,16. Berrlc, Alba, 17. Bracamaya,
Marcos, 18. Brito, Mario, 19. Blanco, José, 20. Bock, Victor, 21. Buenano, Víctor.
22. Batista, Jaime, 23. Bermúdez, Heliodo,.24. Batista, Luis, 26. Camarena, Jaime,
26. Carrillo, Juanerje, 27. Castro, Robustíáno, 28. carebauc, Ladislao, 29. Cerrud,
Reynaldo, 30. Corro, Manuel, 31. CarripbeH,Mínerva De, 32. Cárdenas, Xíomara,
33. Cruz, Cayetano, 34. Contreras, Lucilina, 35. Charles, Nataniel, 36. De Gracia.
Domingo. 37. Del Río G., Fernando, 38. Del Vasto, Antonia De, 39. Del Vasto,
Manuel, 40. Escobar, Roberto, 41. Espino, Cesar, 42. Espinosa, Jaime, 43. Ferman,
Jorge, 44. Flores, Julio, 45. Garibaldi,Alexis Q.~e.p.d., 46. Gaslin, Eduardo, 47.
Gómez, Rolando, 48. González, Antonio, 49. González, Benito, 50. González, Eric,

, .. ' ,
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51. González, R. Raúl, 52. Granja, Evangelista, 53. Guevara, Rubén, 54. Guerra,
Alfredo, 55. Guerra, Esther María, 56; Guerra, Rita, 57. Guerrero, Melva, 58.
Herrera, Aníbal, 59. Herrera, Félix, 60. Herrera, Magaly De, 61. Herrera, Manuel, 62.
Ibarra, Pomplllo, 63. Jiménez, Daniel, 64. Jiménez, Rolando, 65. Kelly, José A., 66.
Lara, Eríc, 67. Lasso, Dennis, 68. Lauchu, Dirie, 69. Laura, Luis A., 70. Leguizamo,
Gilberto, 71. Linares, Darien, 72. Lorenzo, Cesar a.e.p.d., 73. Lou, Zilka, 74.
Martfnez, Jorge, 75. Mejfa, Manrique, 76. Miranda, Luis, 77. Miranda, Oran Darfo,
78. Montero, Luis, 79. Morales, Valentín, 80. Murillo, Natallo, 81. Murrleta, Raúl,
82. Nash, Estabana, 83. Navalo, Amed,84. Ochoa, Sergio, 85. Ornano, Antonio,
86. ornz. Gustavo, 87. Oses, Omar, 88, Osario, Luis, 89. Osario, Miguel A., 90.
Otero, Evelio, 91. Perea, Esteban, 92.Perea, Medardo, 93. Pérez, Cristina, 94.
Pérez, Fredy, 95. Pérez, Rubén Darío, ,96. Pino, Mario, 97. Prado, Giovani, 98.
Prado, Pablo, 99. Pretel, Tomas, 100. Quijada, Juan B., 101. Ramos, Donay, 102.
Ríos, Dorlndo, 103. Ríos, Iris Magaly, 104. Ríos,Ricardo, 106. Rros, $yJdee, 106.
Rfos, Vladimir, 107. Risco, Luís, 1OS. Rivera, Alidio, 109. Rodríguez, Amos Darfo,
110. Rodrfguez, Anelly De, 111. Rodrrguez, Isae M., 112. Romero, Ernesto, 113.
Romero, Sandra L. De, 114. Ruiz, Ramón, 115•. Saldaña, Benigno, 116. Salinas,
Jaime, 117. Sánchez, IIka De, 118. Sánchez, Luis, 119. Santamaria, José, 120.
Segundo, Cristóbal, 121. Segura, Tomas,122. Sellhom, Enrique, 123. Sierra, Teresa
De, 124. Smith, Sonia, 125. Sólorzano, ElviraDe, 126. Sosa, Luis, 127. Soto,
Víctor J., 128. Tait Yepes, Rafael, 129.1'ello, Josefina, 130. Trejos, Daniel, 131.
Trujillo, Ricardo, 132. Tuñon, Luis Q.e.p.d., 133. Ubillus, Marisínl'l, 134. Valencia,
Manuel, 135. Vence, Rodolfo, 136. Villareaf,. José, 137. Winter, Rodolfo.2

-

- 111. EL PROCEDIMIENTO INTERNACIONAL ANTE LA COMISIÓN

-

-

-

-

14. La Comisión dio inicio aja tramitación de la denuncia de los reclamantes
el 6 de julio de 1994 y de conformidadconloastablecido en el artículo 48 da la
Convención, en conexión con el artrculo.26 lriclso 2 de Su Reglamento, trasmitió al
Gobierno de Panamá las partes pertinentes de la misma y le concedió el plazo
reglamentario para responder sobre los hechos materia de reclamo. Los peticionarios
hablen solicitado a la Comisión que declarase all:stado de Panamá como infractor de
los artículos 8, 9, 10, 15, 16, 24, 25, en conexión con el 1.1. Y 2 de la Convención
Americana y que se dispusiese: 1. La reincorporación de los trabajadores despedidos
por la Ley 25 a sus puestos respectivos; 2. El reconocimiento de los salarios cardos:
3. El reconocimiento a los beneficios laborales a los que tienen derecho por igualdad;
y, 4. La indemnización a las vlctlrnas .. por los. daños causados por el despido

. ' . ,

injustificado del que fueron objeto. Aleasole fiJe asignado el número 11.325 yen la
tramitación del mismo se observaron las hormas .de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos y del Reglamento de la Comisión.

2 Ver ANEXO 17.
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15. En el presente caso todos losreeursos adecuados disponibles, fueron
debidamente agotados y el Gobierno en ningún momento ha presentado dicha
excepción.

.... 16. El 21 de diciembre de 1990; lóstrabajadores destitufdos del Instituto
Nacional de Telecomunicaciones (lNTEL), fueron. notificados de la denegación del
recurso de reconsideración que había sido.jJresentado ante el Director de esa
institución en contra de los despidos (ANEXO 9) .,

• •· , ',' .
17. En la vía judicial. el señorlsaecFiodrrguez, el licenciado Santander

• •

Tristén, Rolando Miller y otros, Interpuelercn.reoursc de inconstitucionalidad ante la
Corte Suprema de Justicia contra la. Ley as eL25 de mayo de 1991. la Corte en su

•

decisión determinó que el texto de la leyera constitucional. salvo el párrafo primero
del artículo dos de la misma.

- 18. Agotada la vla ordinariáadministretivay confirmada la constitucionalidad
de la ley, los trabajadores lntentarenrecurrír ala vía laboral para demandar la ilegalidad
de los despidos, vra que se les deniegáyse les da como única opción una vía
contencioso-administrativa extraordinaria¡>quees'totalmente extraña y desventajosa
para los trabajadores, violando garantías jÓdicialespreestablecidas, como el principio
pro-operario, el fuero sindical, y ademáslóssacade la competencia del juez natural
que les corresponde. ..

· " .
" "

-
19. Los trabajadores despedidosPlahtearbn en forma colectiva, ante la Sala

Tercera de la Corte Suprema de Justiéia (Contencioso Administrativa), la demanda de
nulidad de los actos administrativos que destitUyen a los trabajadores con base en la
Ley 25. Todas las sentencias denegaron la dernl'lndl!l interpuesta y fueron notificadas
en las siguientes fechas: .

· .. ' , ' .'

· ..' , .· ..

· ," .-

.' .." ' .

i. Eduardo Gaslfn Caballero vottcs (IRHE); notificada el 22 de diciembre de
1992 (Entrada 171-91). ... ....•...•.

· .
· . · .

íi. Miguel Angel Osorio y otros (IRHE). n()tifi6ada el 25 de agosto de 1993. (Ver
ANEXO 15). ••.

.. .

-

.
, .. '

Hl.Yadira Delgado y otros lINtEL),hotlfi6ada el 5 de agosto de 1993 (Entrada
278-91). .... ...

• •
," ,:. . .' .
','.' ,," , .. ' ,

..-
iv. Luis Anava, Juan Bautista Quijacla,Cavetano Cruz, Jaime Camarena (IRHEI,
notificada el 25 de agosto de 199á. ..•.. ': ..

• , 0'- ,',",,'

· .

-
.', "

•· .
" . '

, ': -'.

'.' ,

'. " . . "
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v . Andrés Alemán y otros (INTEL), notifie:ada el 5 de agosto de 1993 (Entrada
172-91 l.

vi. Ivanor Alonso y otros (INTEL), notíficad21el 4 de octubre de 1993 (Entrada
304·91 ).

20. Con estos trámites se agotaron todos los recursos de la jurisdicción
interna. De todas maneras dicha cuestión quedó clara desde el lnlclo del procedimiento
ante la Comisión ya que el Estado no ha cuestionado en ningún momento este requisito
de admisibilidad de [a presente demanda, sino por el contrario, en sus párrafos 6° y
parte inicial del 7° de su nota de fecha 9 de setiembre de 1994, confirma este hecho
expresando lo siguiente: ..

." ., ,.. '

De esta manera cabe señalar queJosetT'lpleados despedidos utilizaron
todos los recursos legales •. perrnltldos.: Jales como el recurso de
reconsideración y apelación ante su superior, presentaron demanda de
inconstltucionalldad de fa Ley 25 de 1990, presentaron acciones
laborales, acciones contenciosas administrativas y dentro de las mismas
presentaron advertencias de ir'lCOhstitucioiiaHdad, por lo que la actividad.. .

defensiva de los despedidos fúe.intensa y aprovecharon todos los medios
de defensa, concedidos porIa Ley.: EstC)d~muestraque es totalmente
infundado el criterio de que los recurecstrrternca fueron negados. (6to
párrafo).

," , '. :

-

-

-

En consecuencia, los casos de despidos don base a la Ley de Orden
Público No. 25 de dicíembrelde1990/surtieron y agotaron todas las
instancias administrativas y jÚrisdiccionales•...

•

,"' ,', .'

b) Trámite del Caso No. ":325 ante la COl1lisión
.'.' '

21 . Con fecha 18 de enero de 1$)94, elCómité Panameño por los Derechos
Humanos denunció ante la Comísiórllnterartleticana de Derechos Humanos la
destitución de cientos de emplead()spúblicdsporla Ley 25 del 14 de diciembre de
1990. La denuncia fue recibida por laComísi6nel 22 de febrero de 1994. El 5 de
julio de 1994 la Comisión, dirigiéndo~e810s petici~harios, les informó que su denuncia
quedaba identificada como el caso No. 11.3.25, ..•.....

.. .
...

,,' .

22. Con fecha 6 de julio d$1994,lá COmisión puso la denuncia recibida en
conocimiento del Estado panameño,solieiúind6se le proporcionara la información
correspondiente a dicho caso dentro del plaiOde90 dras.

o '.' ",.

•

.', '

, ,,,',

... . ,"
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" ',.' .. ' ,

,,' "
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23. Con fecha 24 de julio de 1994, la CÓtn¡sión envió al Gobierno de Panamá
información complementaria a las parttls pertinentes del caso, la cual fue suministrada
por el reclamante. ,""

.' " , . ' "

24. Con fecha 19 de octubre de 1994, se remite información adicional
suministrada por el reciamente al Gobierno def'anamá, solicitándole adoptar las
medidas que estime convenientes para. que la Comisión pueda contar con todos los

" ..
informes dentro del plazo de 60 días., " "

ro-,

" " ',-.' ..
25. Con fecha 9 de septiembre de 1994, la Comisión recibió la respuesta del

Estado panameño, la cual se remitió aLreclamantEfel 25 de octubre de 1994.
'. " ,.

o'" "

,....
,
,
,

ro-,

. . " ' , .

26. Con fecha 24 de enero di:! 1995, láComisi6n recibió las observaciones
del reclamante a la respuesta del aobierno de Pariamá, las cuales fueron remitidas a
dicho Gobierno el 31 de enero de 1995. .....

.. ,':':' i',','
" " .'.0"

, . ' ,

27. Con fecha 14 de febrero de 1995, ell:stado panameño envió su respuesta
a la información adicional suministrada por el reclamante el 19 de octubre de 1994.
Dicha respuesta se envió al reclamante el 1°det'l'liilrzo de 1995.

'- ,.

. " ,

,....
,,

28. Con feche 7 de abril de 1995, la COmisión Interamericana de Dereohos
Humanos se pone a disposición de ItI~partes interesadas con el objeto de lograr una

',' ':.

solución amistosa en el caso. ...".'
" ','

," ."

r

29. Con fecha 11 de abril de 1995,laCcll'l'lisíón recibió una comunicación del
Estado panameño mediante la cual informaba alá·Comisi6n que el Dr. Ernesto f'érez
Balladares, poniendo en práctica su pCllrtica de corieertaclón nacional y.en el marco del
respeto y la promoción de los derecn()shuman()$~ había iniciado el diálogo con los
ciudadanos afectados por la Ley 25, áfiride.llegélfa Una solución amistosa.

:.',.': .... :.. '
, " ,

1

'::..', '.

30. El 12 de abril de 1995, Jo~p~ticjohariOs del caso aceptaron el
ofrecimiento de la Comisión de ponerse a disposf6iónde las partes para llegar a una
solución amistosa, información que fl.le enviada éfEstado panameño el 26 de abril de
1996.> .. .•......•

, ','
".", ,o'. ,

31. Con fechtl 17 de mayo cl~1995, laiC6misión envió una comunicación al
Estado panameño solicitándole una re6tificl.\ciÓnó.aclaración sobre su aceptación al
ofrecimiento de la Comisión de alcanz~r una sólcidión amistosa.

.....,

-

" " .. :. ,
" . '

, . ,",','.. ,." ' .

32. Con fecha 5 de junio de 1!995, leC6T1"1isión recibió información adicional
del reclamante, solícitando Sé propusi~sefecha\(lug8rde reunión entre autoridades
gubernamentales con suficiente poder <:hedeciéi6r'lyrepresentantes de los trabajadores

. . . .
,., "'., . , .

, ',','"
" •• _.,' .,' •• o" "

'. " ' .'

,",' " ,

, .:, " ': :' "
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despedidos por la Ley 25, la cual se remitió al Estado panameño el 12 de junio de
1995.

.-
· "" '

33. Con fecha 26 de junio de 1995, elEstado panameño, en virtud a los
avances logrados entre 10$ representantes dejé:! Comisión Negociadora de los
Trabajadores y las autoridades nacionales en rtmt'!ión sostenida el 26 de mayo de
1995, declinó el ofrecimiento de mediaéióndé la CCimisión lnteramericana de Derechos
Humanos. Dicha comunicación fUe enviada al reclamante el 29 de junio de 1895.

-

-

," ,

, '.,'.

34. Con fecha 11 de juJiode1995,el Estado panameño solicitó une prórroga
de 30 días para contestar la . solicitud de la Comisión sobre comentarios y. .. ,

observaciones.
" " "",

Con fecha 13 de julio de 1995,<faC6misión envió al Estado panameño
adicional suministrada~orelre6lamarite.

· .-
35.

información
· ," · " , :

, '"

36. Con fecha 5 de septíel1ibrede1995, la Comisión informa al Estado
panameño que de acuerdo a la nota.del GobíernodePanamá del 13 de julio de 1995

- declinando continuar con el procedirnientodesolUtii6namistosa y la concordante del
peticionario del 12 de agosto de HJ95,hadecididódar por terminado el procedimiento

,', '

de solución amistosa. .' .. . ......' , " " ., . ,',-
37. Con fecha 16 de Clctubre<te<1l:láS; la Comisión envió información

adicional del Gobierno de Panamá a los f:ieticlonerlos.
'" ".-

38. Con fecha 30 de enercda 1996,laCÓmísi6n envió las observaciones del
reclamante a la respuesta del Gobierhó de Pl:tnarná del 5 de octubre de 1995.

. :." "
, ,'.",

·
,,' , .,'

39. Con fechtl 10 de marzodef·9ge;láComisi6n recibió una solicitud del
Estado panameño de ampliación del pll:l:zoclé45díáspara presentar todos los informes

- sobre el caso, la cual fue otorgada ef11demar:zode 1986. .
••

" ':.:.. " ", ' ".' .' .' ,,' ,

40. Con fecha 19 de abrildeJ99S¡laConiisión recibió la respuesta del
Estado panameño, la cual se transmitió albspetidhnarios el 22 de abril de 1996 y al
mismo tiempo la CIDH se puso nuevlÍrnente á dispOsición de las partes interesadas de

, .,.' ,..,' ,.,',

llegar a una solución amistosa. ......• .•...... . .
;""" ,','

" ,"':'.',

41 . Con fecha 7 de mi!lyc{de i1996,ill.r Comisión transmitió al Estado
panameño información adicional sUnjlnistradlÍporiel reclamante y a la vez otorgó un
plazo de 60 dras para adoptar las.rr\edidasqu8tlstin'iase convenientes para que la
Comisión pudiese contar con todosJ6sinfClr.fnesdel caso.
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r 42. Con fecha 28 de mayo de1996;)aCC>lTlisi6n envió información adicional
suministrada por el reclamante al EstadópSnaniel'lo sobre la propuesta de solución
amistosa. . ...

. ",. .'.,
, . " .', " .' :'.-'. '

..... '.

44. Con fecha 2 de agosto dé 1996,S& remitieron las observaciones del
reclamante al Gobierno de Panamá. ... .....

-

-

-

43. Con fecha 30
panameño al reclamante.

.-: ", .

de J'uliOdE!1996 se
.' " ,

. .
, " "

envía la respuesta del Estado

. ' ..

, ',' . " "· "',

46. Con fecha 18 de septiembl'edeJ996, laComisl6n recibió una solicitud
de ampliación del plazo del Estado pan~nie5o para presentar todos los descargos e
informes sobre el caso hasta el 8 deoctübrede1996.

l,'

-

-

-

,. ",
. . :',, < .. ".', ::.

47. Con fecha 2 de octubre de 1~96;ladomisión envió nota explicatoria del
, " , .

Estado panameño al reclamante. •... ..' .•...... . ..
. ." ,"

',"' ,

48. El 16 de octubre de 19ge'laCOmisión Interamericana de Derechos
Humanos convocó a las partes intere~adasiún~ reunión con el fin de avanzar el
proceso de solución amistosa, pataeI6>de>noviembre de 1996 en la sede de la
Comisión. . .....•........

" , ... ,.

, ,,' ,":' ,. ,'. ,: '

- 49. Con fecha 30 de octubredl!ij99S.~Pétición de ambas partes se decidió
postergar la audiencia para el 13 de iiovii3mbre de'1996.

': .' ,,' " '
, .', . ,"
, ,,' , , ",

-

-

50. Con fecha 21 de noviembre, d~1S96, se envió información adicional
presentada por el reclamante durante aüdién6ía al Estádo panameño.

. '., ".' , :.: '",:, '.

" .... ',' .. - ... " :,:'. :,..

51 . Con fecha 10 de enero de 19S7, I~ Comisión informó al reclamante de
la suspensión de la audiencia prograrnadapl!lr~eL1 EJ de enero de 1997. El 14 de enero
se le informa al Gobierno.

-.' ,

,

" "

, .' :'
.',' ,-

..
" ,- , ", . ",' - : 'c'

, . , ... ", .,'.
, ",. .,: .. ,:' .,,:, ,

52. Con fecha 4 de febrero de 19'97,la>Comisión convocó a las partes a una
reunión para el 19 de febrero de 1991enlásElde ide la Comisión para tratar asuntos
sobre el proceso de solución amistosEl8I'lelb¡,,¡so. .

. '. ',.: ,,: : ' , . , ,

Con fecha 21 de febr~rode19$i, la 6omisi6n envió al Estado panameño
adicional suministrada po'rel réi::lam~nte sobre el proceso de soluci6n

, ,',. '. . .
, .' "

, '.' . ", .' : " ,,':. " ' -
, . " .' '.

" .." . , .
- , ' , ' "'.', ::,

, '. ,"

· ',': :,:" ': ,:' "
, " .. ."

, ',.'. ,.- , ,,' '. , "

, :-,' ' .".: ,,:" ,', '. "

" /'. .: ::.: ' ..;,
. ,,", ' '

.. ' ." ', .. " . ' ",::,"-. ".'
" -.. . ,

, " .. .' ,"'

53.
información
amistosa.-

•

-

-

. ',' , . ,

, .' ": ..": '" .-. ";.- : : ",
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54. Con fecha 21 de marzo de 1997, la Comisión le otorgó una prórroga de
30 dfas al Gobierno de Panamá para dar respuesta.. .

•

,

55. Con fecha 6 de mayo de 19é7,l~;, Comisión transmitió información
adicional del reclamante al Estado panameFlo. .'

. ,

Comisión envió información del
"·

.' .

'.' '

56. Con fecha 29 de mayo de 1á97, I~
Gobierno de Panamá a los reclamanteS .....

·

-
,.',

58. Con fecha 17 de octubrede 1S97,s!~ remitió Informe Confidencial No.
37/97 al Estado de Panamá y se informa a 1~6 reclamantes de su adopción.

. .: .:;: , '

- .,. . ,:.::

dlrtPlÍu;¡¡¡¡má en el procedimientoc) Cuestionamiento
Comisión

del Estado
: "

,
ante la

, .;',

-

-

',: " ,
" .;',, .. ',

59. En sus alegatos durante la traiTIitaciÓ"¡deeste caso ante la Comisión, el
Estado de Panamá no niega ni contradiceensut6talidad los hechos relacionados con
la destitución de los trabajadores públi¿osreolamari:tes mediante la aplicación de la Ley
25, sino que tiene una versión einterpretaci!5ndi$tinta de los mismos y sostiene:

'. ' ,

.. ' .,',

, ,.'

-

-

-

-

-

60. Que en efecto existrauha vincdladórlentre la manifestación sindical y
la actuación del Coronel Eduardo Herrerá 8assa~ -·ex Jefe de la Pollcfa Nacional
acusado de atentar contra la seguridad. interna del Estado para derrocar la Democracia
y el Orden Constitucional; que esto .sirvió de bás~ a la Asamblea Legislativa para la
expedición de la Ley 25 de 14 de diciel'libl"~.de,i990, en la que se "estableci6 con
carácter retroactivo al 4 de diciembre de 19S9",la:autorizecjón "para la destitución a
los funcionarios públicos que habranpart¡cip:~doe~dichas actividades ...atentatorias
contra la estabilidad y la existencia n"lismattel.<aj)bierno": que si bien la Ley 25 de
1990 fue acusada de ínconstltuclcnal, el pleno dé la Corte Suprema de Justicia, en
sentencia de 23 de mayo de 1991 , consider6 que$ólo lo era el parágrafo del Artfculo
2 de la mencionada Ley; que las rell:lcíonesentre:~1 Estado y sus empleados son de
carácter administrativo; y, que los empleado!;qúe6o han ingresado por el sistema de
carrera administrativa se rigen por las I~yesv reglamentos existentes o que
posteriormente se dicten, y que senestas laS;dísposicíones que definen sus derechos
y obligaoiones. . •.• '

" ". ", '1';" '
, : :,' ,

61. Que las notas de despjdOElxped~ase~treel 4 de diciembre de 1990 y el
23 de mayo de 1991 se fundamentaron en láLey25 de 1990, la que expiró el 31 de
diciembre de 1991 Y sólo se aplic6enUi1asola()di~sión a 147 empleados deURHE y
72 empleados del INTEL, de los cuáles 'serei8tegr~f.on1O del fNTEL y 15 del IRHE, al

, ,::-:' ",::: :1:';" , .. . " :. , .." ." " ' .. . ..;::
'." "::"""<:.1:"

, .'_ ',,' • o'" :':":<'.~,::' .: :,j'::.'
. ,

....,.:.>. , " ., ,!:'
: ' '. :' ,:: . ' ','.: ..'.~ :.: , '. '. . ... " ' ," ,

, ',,',;,,, , '..

" ::,'.
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d) Cuastionamiento de 'os peti~lbn~ri()B~loS8Iegatos del Estado de Panam6
',' , , :.' ..

",' '
o'" , '. ' .,

63. En la misma etapa de trarTtitadiónde este caso ante la Comisión, los
peticionarios se ratifican en su denuncie;¡ i&ctifican los argumentos del Gobierno y
alegan haber sido vrctlmas inocentes de\l'Jn~8soc6Iectivode múltiples violaoiones 8

los derechos humanos, por la forma arbitraria conio el Estado panameño procedió a
expulsarlos ilegalmente de los empleos qiJe.i~g(tlmamentevenían ejerciendo.

· .. .' : :,: .:. .',,: ': ' . . ..

64. Que en base a una presuricidh;~C()h~ibi6Iahipótesis de una asociación
cómplice que nunca se probó y jamás exiéti6jiaiitre el movimiento sindical estatal y un
grupo de militares prófugos de la islaprisi6ndeFlarnenco; que luego el Ejecutivo, con
la complicidad de la Asamblea Legísfetiva,di¿tólailegsl e inoonstitucional Ley 26 del
14 de diciembre de 1990, violatoriadélásnQl'masde leí Convención Americana sobre
Derechos Humanos; que seguidamen:te;;c~ht~ndo tambián oon la complicidad del Poder
Judicial, logró su aplicación y legltllTláciÓn ¿onstitucional; que a través de dIcha ley
se les desposeyó de sus empleos cCsnexpres:a.ViolsCión de las normas laborales
vigentes y se les negaron las garantíaé Yde,techOscolistitucionales y legales .de que
goza cualquier ciudadano pl!lnamei'io;qU~s~lesnegaronlas garantías del derecho a
la defensa y a un juicio justo, .cOhdiJbidCíPó(unjuez o tribunal competente,
independiente e Imparcial establecidocórjanj~rioridadpor la ley en la sustanciaci6n de
la acusación penal que se les formulaba V ~~rit']Bdeterminación de sus derechos de

,', • o.'· • '

." '

..

...
• •

•.
•

:: ::; .. .. ,
" .' :.... , ..

.': ;,.': ...:.:.:,'.::.:.' .. .. ".":':.-,.' ,., "· ' .
" . . ',. ..','
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orden civil, laboral y de otro carácter; qÚeflnalmente, frente a todos estos atropellos,
los tribunales que se les asignó les negaron todos sus derechos a sus reclamos de
reposición en sus empleos, al pago dé los salarios qué les correspondería haber recibido
y que no cobraron por este despido injustlfjcadoy el pago· de una indemnización
compensatoria por los daños y perjuicios causados a ellos, sus familias V dependientes.

65. Que entre muchas otras arbitrariedades y atropellos a la Ley y a la
Constitución y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la mayor parte
de los despidos se produjo entre el4 y eFtOdediciembre, es decir, aún antes de la
entrada en vigencia de la Ley 25 iaprObada por la Asamblea Legislativa el 14 de
diciembre de 1990 pero en vigor despuesde su publicación en la Gaceta Oficial N°
21.687, el 17 de diciembre de 1990..

.' .'.... .

66. Que la arbitrariedad del Estadóse pone de manifiesto además: 21) porque
nunca aportó y ni siquiera hizo el intentó de buscar prueba alguna que pusler;!l de
manifiesto la existencia de un víncufo o relación entre la marcha realizada por los

" " .

trabajadores del 4 de diciembre y el intentade golpe de Estado; b) porque ninguno de
los trabajadores destituídos por la Ley 25 fue investigado o procesado por los hechos
del 4 de diciembre de 1990, como lopruébardas certificaciones emitidas por la Fiscalía
Novena del Circuito de Panamá, donde se acredita qLle ninguno de los trabajadores que
solicitaron dichas certificaciones figura en el Juicio por sedición instaurado contra los
militares autores de la conspiración del 4 de diciembre de 1990: c) porque el paro
programado para el día 5 de diciembre, quedéacüerdo con la Ley 25 era la causal de
destitución nunca se efectuó, pero que sinerl1bargo los despidos si se produjeron¡ d)
porque en ningún momento el Gobierno panal'l"lefiorealízó algún trámite para declarar
ilegal el paro, anunciado con meses de IÍntidjpaciól'l~¡ e) porque no se respetaron los
procedimientos previstos en la Ley 136,qüeindica que en caso de despido debe
abrirse un proceso para determinar léactuélCió'ndeltrabajador, aplicándose en cambio
retroactivamente el procedimiento creadopóflaLey 25, por el que bastó la presunta
identificación del jefe para despedir al trabajador; 1) porque se negó a los trabajadores
el legítimo acceso a la jurisdicción laboralaqUetéhíah derecho según lo establecido
en la Ley N° 8 de 1975, obligándolos éncambib, a acudir a la vía contencioso
administrativa; g) porque írretroactiVamentése dejó sin efecto los fueros especiales,
incluyendo el sindical; h) porque se de~tíhiy6 .inclusive a trabajadores con permisos
por razones de maternidad o enferrnedad,yaotl'OS amparados por el fuero sindical,
negándoles la protección y los proCedimie"t6s especiales establecidos para efectuar
los despidos. . .

· - ," .
'. ",,'

," '
" .' . ,.'
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e) El procedimiento de sc)lücióllartÍisto$a
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3 Veáse certificaciones de los JJzgl!ldos de Tri3bl:ljo.
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67. No existiendo pendientElninglln cuestlonamtento acerca de losreqúleitos
del agotamiento de los recursos ,de la jurisdicción interna ni ninglln otro .sobre
admisibilidad, de conformidad con lo dispuesto por el,artrculo 48.1.f) de la Convención

- AmerIcana sobre Derechos Humanos; la Comisión ~" puso a disposición de las partes
interesadas a fin de llegar 8 una solución amistosa del asunto fundada en el respeto de
los derechos humanos reconocidos en la Convención. Esta proposición fue aceptada
tanto por el Estado como por los peticionarios. '

,

," ,

68. La negociación se lIev6a cabo en tre$díferentes instancias. Enlafase
inicial de la negociación, el Estado informó que téÍ'lía la intención de "mantener el
diálogo con 10$ trabajadores destituidos" paráic:ontinuar "con el, proceso de
reincorporación de tos referidos funelenertosa sus réspectivas Instituciones. de forma
tal de brindar una solucíón al problema.~.ala brEived2ld posible"; que "el Gobierno
Nacional habla tenido siempre pré~entelas reclémeclcnee de Jos trabajadores Y,
efectivamente hebra realizado todos los esfuerzos destinados a nombrarlos en sus
antiguos puestos". presentando por etapas/li~tados de "nombramientos de
funcionarías destituidos mediante/la ley 25 dei 14 de diciembre de 1990" y
manifestando. en nota de 5 dejufio de 1996,qüe de esta manera debfa quedar
"claramente precisada la buena volU¡'tadderGobierno Nacional de cumplir y continuar
con el proceso de nombramiento deJos trabajadóresque quedaron insubsistentes por
los efectos de la ley 25 de 1990". /<. . .

-

-

-

- , ,-", ',' .
" " '
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,',;','.'., ,
" ';', '

70. Contando con esta ibu~liadispósi616Minicialde las partes. la Comisión
- interpuso sus buenos oficios tratahdbdec:ón6iliarJas posiciones de los peticionarios
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y las del Estado en las reuniones de negociadórl~uesecelebraron en la sede de la
Comisión el 12 de noviembre de 1996, el1ede diCIembre de 1996 y al 19 de febrero
de 1997. ",.',':','

" ' .
, .. "

" ":'"
, "

71. El 19 de febrero de 1997,en Jaúltrina etapa de las negociaciones, el
Estado afirmó que las demandas de los dElstituidósiban más allá de las posibilidades
del pars; que debra tenerse en cuenta que ,Pa6amá estaba en un proceso de
privatización y reducción de las sóbrep()bl,~dasemPresas públicas y no de incremento
de personal; que no podra hacer frente a IÓqüepedían los reclamantes, equivalente a
15 millones de dólares, porque Jos ingres6sdel E$tado que debfan distribuirse entre
más de 2 millones de panameños, se había vistoª~sminuidos; que la propuesta final ...
del Estado consistfa en efectuar un pagoitlnióo, ~égún la escala que establece hil ley
vigente sobre la rnaterla. equivalente at.p~god~ un millón de dólares para los .
aproximadamente 132 trabajadores que ailh riohEll:)tan sido restituidos; pero que esta
propuesta excluía: la reposición de losétl:JpIÉlad~¡¡¡públicosdestituidos que todavfa
continuaban sin empleo, el pago de los salarlos déYi9ngados a la fecha y el abono de
indemnización alguna por daños y perjuicIos; .•.•.....•..•

, - " " ,"'"
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-
". ",

, ,,""', '
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73. Conclusión: El procesodés6Iu6¡c5l'í~,j.iistosa duró casi 3 años y fracasó
definitivamente al tercer intento. En sÍJdes~rrOllOsElLfegistraron progresos y retrocesos.
Entre ellos, el más significativo, la con$ig~acic5nehicel presupuesto de la República de .
1996 del monto necesario para atender Ids recilafflps de los trabajadores destituidos.
Sin embargo, posteriormente, talesfondosfúerondªhgelados por razones de economra .
presupuestal, según los repre$et'ltflnt~s.d~l$bblerno. De acuerdo con les
peticionarios, dicha congelación Juetérii~6Ioira¡isitor¡a, porque tales fondos luego
fueron utilizados para la contratacjór1dl!l>pérsci.B~s amigas o allegadas al nuevo
Gobierno, distintas de aquellas por y.paf~I~$cÚ~tes fueron implementados, lo que
defraudaba a los trabajadoresaqüjen~scost~tanto esfuerzo gestionar dicha
asignación presupuestaria. Vale destaC:ar~lie",ie6~rasse desarrollaban las gestiones
de solución amistosa algunos trabajadores'rl!cibierOn comunicaciones de la Directora
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Ejecutiva del Instituto de Acueductos yAlcantarlllédos Nacionales instándolos a desistir
de la denuncia ante la Comisión Inter2lÍ'l'lericariad~Derechos Humanos".

.... ','. .', " , o"

" ;': . '-

74. Fracasados los tres inte"iél~des[)luc:iónamistosa, la Comisión consideró
agotada la vía de la conciliación y contiriúÓcorila t:1'Í;¡mítación contenciosa de este caso
y el procedimiento de solución amist:ClsaeonCluy6 como se ha indícado sin que se
llegase a ningún arreglo. . ..... > ... •..

".,.' ,

f).

. . .
" ."' , "

El Informe 37/97 de 16deodtubred~1997 y la respuesta del Gobierno
de Panamá ..•. ...<.·',.' ' , '

, .', " , ."....•...... ," , , :. :
, ,'. . , . .
: -,'.' '.'.' ' ' : ¡ '. ',' ' :': " .

75. El trámite del caso con6l:uy6coriEilihforme definitivo 37/97, de 16 de
octubre de 1997 transmitido al Estad~ de·l='áhamá al día siguiente, mediante
comunicación en la que se le otorgei6ael'plai()d~ sesenta días para comunicar a la
Comisión acerca de las medidas que.~dóPtaseieLJ:stadopanameño para cumplir con
las recomendaciones contenidas en dlctldinforrrré.

-

-

-

• "o .' o., ', ..::,'
· ," " ': . ::, :. " "'.' ., .

76. Dentro del término que,'éfÜ~rabonPt!idido.el Estado panamei'io remitió
a la Comisión un documento de "Repaft6s Ac'iaI'El'tivos al Informe 3797 (Caso 113951
Proferido por la Comisión Interamerica6ad$Deréc:~osHumanos de la Organización de
los Estados Americanos (OEA)", quel9'LU;lItneriies~adjuntaa la presente denuncia, en
el que lejos de dar cumplimiento a fas fei;ornendilCiones de la ComisiÓn formulaba,
entre otras, las siguientes considerac¡61'19S; .·.·aÚéeJ Gobierno de Panamá, además de
reconocer el carácter imparcial conqÚÉ!I~ CcliTi¡~ión había tratado el presente caso,
observaba también lo prolija que la ClbHhabía sídQ en el análisis de su problemática.

· .... .... .. .' ' ... , ' ... " ...' ,. '., ,", '.
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4 Nota N° 2328-DE de 12 de noVI~l'i1br~dá1996,ANEXO1.
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7 7. El Gobierno de Panál'r"Já>se~xcl;,l~Ó de dar cumplimiento a las
recomendaclones de la Comisión, adú6i~dd()ó6rijQ razón su propio derecho interno.
En este sentido, señalaba el Gobierndi~eF'anl!lll'lá/qlJe no podía cumplir con pagar los
salarlos caídos (penúltimo párrafo del~#áginaál'hj podra pagar las indemnizaciones
(último párrafo de la misma paginé); porfáltii de asidero legal, y al respecto
manifestaba que, "En torno al reconobirriiento y pago de los salarios cardos en favor
de los reclamantes, para el Gobierno Nácidl'ull reslJlta imperiosa la orden Jurisdiccional
para proceder en ese sentido"; q~epa,.ai sa*isfacer el cumplimiento de esta
recomendación "debe mediar una justific:á¿iÓfipIEfHa e incuestionable derivada da una .
orden de un juez competente" y quéd()i'Tió~I~CBrte Suprema de Justicia en torno a
la reclamación judicial de los despedi#ós.;.. hó¿ótjcibiÓ la orden de pago de salarios
caídos en favor de los reclamante~;ii'estési;i!1:uras. en las instancias que nos
encontramos, frente a este caso, el$obiérnóNadional no tendría asidero jurídico, ni
legal, ni judicial, sobre el cual apoyahérpágóreóbí'nendado por la Comisión".
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78. Que tenía el mismo problérna ci:m';La recomendación del pago de una
indemnización por daños causados por el desl:lido .....de los reclamantes", la cual
también consideraba que no la podía pagar como lo recomendaba la Comisión, porque
para ello se requería que el despido injusiificado y los "visos de mala fe, de temeridad,
o de abuso del derecho" en dicha decisiÓn, les cUales niega, "deben ser reconocidos
y declarados judicialmente". . .. '.' .'

,,'.- .. :
' , : " ' .-

79. Que lo mismos obstáculos confrOri'tába en materia presupuestal, (último
párrafo de la página segunda): que"F'lJerbnVllrias las oportunidades de nuestro
Gobierno en que se comunicaron a esa !16horableComisión sobre los obstáculos .que
nuestro ordenamiento jurídico legalbrjnd~baalaformamás recomendable y óptima
para resolver el conflicto, sobre todo en.li'1ateriapresupuestaría de control fiscal que
son tan precisas y rígidas, típicas de n~estro~pi8rses en vías de desarrollo, ya que
constituyen la base primordial de nUe$tl'8 AdmInistración Pública. Dentro de ese
marco, y para el caso que nos ocupa; se hah establecido decisiones jurídicas en base
a normas vigentes que para nuestro Dér~chopubncosonde obligado cumplimiento
para todo Estado, máxime para su formagube¡'"érl1ental de administración, atenidos'
a la máxima de que nuestras autoridades no puédénhacer lo que la Ley no les permite.
expresamente, debiendo cumplir eonlas/:Jecis¡bnes provenientes de autoridades
jurisdiccionales sin excepción (es) algunáM (s) ": .••••.•.••..•....•

". ,.

. . ' .. ,.." '.' .•... ...... " -: . -,

80. Aclaraba de otro lado, que "dichassbciones no fueron ejecutadas por la
actual administración"; que UNuestroGóbierno¡ensu condición de regente del órgano
Ejecutivo Nacional se circunscribióafaejécuti6n y aplicación de las medidas
plasmadas en una excerta legal, porparte del Órgano Legislativo" (cuarto párrafo de
la primera página del informe de desbargbs), .Yclaque ."EI Gobierno Nacional no podía
desatender su obligación y responsabilidadpÓbfjqadesacatando su deber de ejecutar
las leyes", y de que "simplemente curnpli&conéú6bligación y deber estatal, impuesto
por mandato constítucional, actuando: Iihiltadays~paradamente en consonancia con
su función ejecutiva dentro de la arm6hicacÓlotboraci6n que debe guardar con los
órganos Legislativo y Órgano Judicitjl"(ql.liritopártafo de la misma página).

. , :' ,
, " ,'.' " ' " "

" ,.... .': ... '

::. :.',,::::.:. :':' ......: ..,'

81 . En el tercer párrafo de la págihá¿Uátto del mismo escrito, 81 responder
a las recomendaciones de la Comii>i6r(~0~teieldeber de los Estados de adoptar
disposiciones en el derecho Internoa qüesel"etililré el artfculo 2 de la Convención, el
Gobierno de Panamá responde elusi'llah1~htt'/~iié"~lasConstltuc¡onesPollticas de los
países no pueden adaptarse al Derecholntern·ab¡6r'1al".

• :.: : ,.: : :' o., '",

· ..'",' , ", '. . : ,,: .. " , . '

82. Pese a que todas las ev¡dér,ol~s.déi:nuéstran lo contrario, insiste que a las
"personas reclamantes, peticionarios en élprefg&r'lte caso, se les brindaron las debidas
garantías judiciales, legales y de pr6te~btón .. eriámbos aspectos" en los "diversos
procesos promovidos por aquellos alio deiitrb dEif marco de las garantías procesales que· ,,' ":,: .,':. "
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- contempla el debido proceso".. Confunde elljedho de que los peticionarios hayan
agotado todas las gestiones de que disponíaniriterhamente hasta que sus "procesos
hicieron tránsito a cosa jugada", con otra co$adlstinta que es gozar de la debida

, , ,"

protección. ', '..•.
,', '

", .'

-

.-

-

83. Se insiste también, en la p~giria:2del mismo documento, que a los
, ~ ,,' .; : "., .

reclamantes "se les brindaron las' debIdas oportunidades de ser oídos:. de.' ser
sumariados y juzgados por despachos y tr'ibUrt~les independientes, imparciales,
competentes . 1:").' . n "; Incurre otra vez
el Gobierno en confusión porque de lo quesettata es de que para que no se viole el
artículo 8 de la Convención sobre garahtías jl.ldiCial~s y debido proceso, debieron ser
oídos, ser sumariados y juzgados por de$paChó~v tribunales independiente, imparciales
y competentes establecidos con anterioridadilJosl1echos, y nunca con posterioridad
a los hechos. En el caso los trabajadores' debij!rol"l acudir a tribunales (Sala Tercera
Contencioso-Administrativo) que eranjnc(;)rnp~t~";tesal momento de producirse los
hechos. Esta y no otra, es la garantía a la qUe'iSe'tefiere el inciso' del artículo 8 de
la Convención cuando habla de los requisitos .¿Ól'1q(Je debe contar una persona en "la
sustanciación de cualquier acusaci6npeliiJF forrm.ilada contra ella, o para la
determinación de sus derechos y obligacibnes"', ..••...•.•••.

, . ,', .' '. '. '
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-
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84. La Comisión no puede aceptáhan,pobo como satisfactorio, como se dice
en el primer pérrafo de la página 4 del dbcül'r1en'tl'J; que se han adoptado "medidas
tendientes a adecuarse frente a los postula'dosdec:t'Élrechos y garantías contenidas en
la Convención Americana de Derechos HUrrianÓs,abopiando su legislación interna .con
los mismos, hasta donde los fundamentosbás16o~de sus instituciones socio-políticas
se lo han permitido". . ...•.•..••............•

· " .. ","

· '.-:' ., "
o. ,," ,,': " -

85. También en este aspecto lak cqsasson distintas; para consolidar las
instituciones sociopolíticas del ContinenteEJSe~~hCial a los Estados adecuar sus .
legislaciones a la Convención con atregloasúsjjroCedimientos constitucionales, y no
adecuar la Convención hasta donde los fundarriehtoi básicos de las instituciones socio-
políticas lo permitan. . . .• ...• .........>

, , " .-... ." ' .. ' ,':
• • o,"." '".,". - .: . , .. ,''' ... " .. '. ,.. '," ". ,. ' ,

86. Finalmente, en la sextayúltimapá~h'a, se insiste otra vez en el tema de
que se aplicaron a los reclamantesnormasdeéx¿épclón, porque "la administración
gubernamental se vio precisada a regUlar y:dij6¡pilctli'Ír porque se le estaba convirtiendo'
en un peligro o riesgo público contra las instilú6io6es democráticas vigentes, hechos
que suscitaron una emergencia nacional pbrqJijat~ntaron contra la seguridad interna
del Estado panameño", cuando nuneasehadli'idoninguna evidencia al respecto ..' Asf
se dice que los trabajadores crearon: .'.><:<:

-
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, .',,:".':: '.: ' '. ' "

-
., .' "".:" , ,,'

" ... ,. " ': .: ,: .
':":.,', ':' .. :'.:"~::::':-::"'..<::.:'>..
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de orden público en diciembre deJ99d¡que tendían únicamente a la
preservación y seguridad del orden· constitucional; de esa imperiosa
necesidad surgió la controvertida. Ley 25, como fórmula de solución a la .
problemática dada en ese momentos..•. (ANEXO 19).

, ,
. "'.,

· ' '. " ':

87. La falta de adecuada n:ispuestayatención de las recomendaciones de la .
Comisión, las propias razones dadas por.l Gobierno de Panamá que requiere deuna
decisión jurisdiccional para dar curnplimientoa)fs$recomendaciones de la Comisión,
y las recientes declaraciones públicas dél jefed~Estado, Excelentísimo señor Ernesto
Pérez Balladares, quien asegura quesf aceptarr~ Una decisión de la Corte", aunadas a
la solicitud expresa de los peticionarios ylás prdpias víctimas, coinciden y corroboran
con la decisión adoptada por la ComisiÓn de llevar el presente caso a la Corte.
(ANEXO21}.:·· "" ..'

'"" . -
, ':.

'"", ,. '•• ¡

IV. COMPETENCIA DE LA 1-I0NÓRASlECOFlTE
, .: '

" .'·e,,'

V.

5 Véase ANEXO 20.

-

, .,:,
• o', '.

88. La Comisión Interamerieana h.t:rat~lItado el presente caso de conformidad
con las disposiciones pertinentes delaCor'l'.ienCiónAmericana y su Reglamento.·
Panamá es Estado Parte de la ConVenci6nAn1S~icaria desde el 22 de junio de 1978 y
el 9 de mayo de 1990 presentó en .laSe61'étarrBGeneral de la OEA un instrumento
fechado 20 de febrero de 1990,i medi~nt6~Lcualdeclara de pleno derecho la
competencia de la Corte InteramerlcahadliJir>etijchos Humanos, sobre todos los casos
relativos a la interpretación o aplicación .delaCpliVención Americana sobre Derechos
Humanos. .' ."':".'

" , .: " -'" ,. '

":"'«" ':" ::'. ":.{: .:',:."

89. Los acontecimientos que dier6'hll.lgaraeste caso comenzaron en Panamá·
en diciembre de 1990, después que el Go~leri'1Cl!ratificara la Convención y reconociera'
la competencia de la Corte. El cas6alé~avi~lationes de diversos artrculos. de la
Convención Americana sobre los que estaQorte~iehecompetencia de conformidad con
el artículo 62.3 de la Convención. Adicion~tné"tesehan agotado los procedimientos

, . • ,"l·' '. ': ',;' • ",

previstos en los artículos 48 a 50.de la COnvéijlcióh. Finalmente se han cumplido los
demás requisitos de procedimiento para 12ipre~erl'taci6n del caso ante la Corte .

.':-. :' '.'!:. .: :
,,':," ,,": .,'.

, :' .Ó; .. <:,:::':,::,,: ::.<::1.',- :::',,::: : M . .'

VIOLACIONES COMETIDAS~F{ElESTADO PANAMENO EN PERJUICIO,' , , ,.

DE LAS VrCTIMAS.' ···.T···..·....
, .".·.::" . ,

." ". ..··'l., -:.'.':,'
,", " ,'",<:,":':"""":"'j'.. ,.'.::,,- , .

90. Los hechos por los cualéssellevael,presehte caso a la Corte, constituyen'
, . : " ,. '. .. .:", ,]:' .:. ,

un concurso de violaciones a las normasd~laq()l1'venCión Americana sobre Derechos·
Humanos, imputables directamente a los!6Í'gahosdel Poder Ejecutivo, Legislativo y

,.),:':. " ,:., :.y .',,',;. ,',
"0'-;.' I

, '::,: .:-'::,;:','.' ,,:,:"
" " .. ", ,"'.

, , "':,,' ,', ,,',', " .:._: x· .,::" "
, , ' ,'i·' ,"',' :,,;. " ." . ,

· , ' .
. '.'

" , :.' ..
" "\,. , ": .. ,

-

--"" • • .h _,,_ .. O" ,_. ..
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Judicial de Panamá, en agravio de las 270' persoflás que aparecen como las vfctimas
, .

en el presente caso. '•
•,..
•

El marco de referencia
'" "::, , , ,','

, , " " "'.'
" ;: ' ",.' , .

" :,'

, :',':!' ",' , ,
, , " ' , ., '

, ' . " ' ,'.' ',:','

El texto de la ley cuestionada es erjqUé s¡g6e:
. '..¡, ' , ,, ,.'
.... ,:')-,:,:" ,:', ";".

'.'" " , ":"Yi',·' ,,',' ,:', , ,:: :.' . .'
.Ó: •Le'v:.. 'o·· ··2·6······ .""",' ::'1,'1' ',:.''-' :',,:':'" :

,'.:,' ',:,::1.,.",".,::, '.-:,--:"".,, '.'

DE 14 DEDIClfMBRE·DE 1990

a)

, "i
. , -:'

•. .1 ' •
, . .""-',,. "".,','

92. Causante de las violacionesrl"iatetia de la presente demanda es la Ley 25
de 14 de diciembre de 1990, aprobadaJ»rléAl!iamblea Legislativa, aplicada por un'
órgano del Poder Ejecutivo, convalidad~ ydec:fi:lrada constitucional por la Corte
Suprema a la que se sometió 8SU régim~n ·.alos trabajadores despedidos. con'
anterioridad a su aprobación y qUEI.posibil,itólaspósteriores destituciones. Tal como
se alegará a continuaci6n y se probará>jenelh')oménto procesal oportuno en su
aplicación, la Ley 25 tal como fueaproba(jap()rerPoder Legislativo, aplicada por los
órganos del Poder Ejecutivo y convaHdada~n defirlÍ'iiva por el Poder Judicial del Estado
panameño. vulneró los derechoshumal"l!Osdel()s peticionarios contenidos. en la
Convención Americana sobre Dere6hos H~lTlal"los,y en definitiva, el compromiso de .

. ', " ,'.' '," '. ",.,-.

la República de Panamá como EstadoParte!deféspétar y hacer respetar tales derechos.
, ':'{ ','..",

"'." 1.. "-. : r: ,,' ,
. " ."

91 . Tales hechos constituyen ·imacÓhcatenación de sucesos que se
desarrollan desde el momento en. que cqmienzárl los arbitrarios y discriminatorios
despidos, y continúen con la aprobeción~ sancióhde la Ley 25 mediante la cual se
prejuzga la responsabilidad de los trá~ajadores destituidos; se les selecciona
arbitrariamente por los directores de lasinstit.uclones donde prestaban servicios, a
quienes no constaba su participaciÓn en el~Veh1:oy especialmente teniendo en cuenta
su participación sindical; se les Irhplica$!n pruebas, sin debido proceso y sin juicio
justo, en una presunta "participación cÓmpí)cepara.derrocar al Gobierno Constitucional .
y suplantar el sistema democrático por ~n régimen militar"; se les destituye como .' .
resultado de un proceso sumariorealizaqo porUh órgano del Poder Ejecutivo que
asume indebidamente funciones jurisdicoJonal$s;se los somete en sus reclamos a
tribunales constituidos con posterioridad alcishechos (además del Consejo de
Gabinete. al Tribunal de lo Contenciosd . Adrn.lnistrativo r que no le correapondra .
íntervenir); se les extrae de la jurisdicci6';h quefegalmente les correspondía; y, se
confiere con tal fin, carácter penalizadorr¡,troactlvo ala Ley 25.

-

-

-

-

" , "
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, .' ' ' ,'.'
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, " "¡"'i!'l~".~.. 'líE,'
'" ~'

, " ,' ,- ,",':¡,: : ' ":, :">,:

Considerando: Que dicho paro ... eS~abaVirlculado a un plan armado para "
subvertir al orden constitlJci()nal:¡prolTloVldo por oficiales, y tropas
jubiladas y en servicio activo de la rÚerza pl1blica...convírtiéndose en un "
movimiento políttco para subvértir~1 ordericonstitucional y suplantar el '

• • '" .1" ._ , ',," : •

sistema democrático de Gobierno¡)prun régimen militar.

" "·,,.1 .. .. .', <
LA ASAMBLEALEGfSLATIVA

bEC~ETA: )/
. ., l ' ' ,..-.:: :...

. .', "::':::'::'i:·,:··',.: ':':.'::' :>.. .
. . Con el fin de preservar¡eLOrd~.~ Constitucional, se autoriza .:

al Organo Ejecutivo y a los directore$deinstltuclones autónomas y semi- .
autónomas, empresas estatales,mühitipl!tles y demás dependencias·
públicas del Estado para qué! se ..• déclaren insubsistentes los·
nombramientos de los servícJoré~!pubIiÓps que participaron y que
participen en la organizaC~6n,Ha~a~oo!eje.cuc~6n de acciones que
atenten contra la Democracia yelQtdenCq.,stltuclonal, y que ocupen o

'.": ";,:J" ,,': ::.':", .

no cargos en las juntas directivasdé!laso~g,~hizacionessindicales y de las
asociaciones de servidores. pdbIiC$;su~'~elegadosy repreeentantes..
sindicales o sectoriales, direci6re~¡deJaj¡¡iasociacionesde servidores
públicos, con índependenciadelaé~¡stel1bléono de fuero sindical; o que·
estén o no regidos por leyes espe61~les; .•. ·'i

.: ':::,::::..::)if·.f'·:'·, ',:.":' ,::- '.: ".; '-<';:::).' '.
Artf.cwQ 2. Las autoridades sÜperiQÍ'esdéJªs distintas dependencias del
Estado, tales como Ministros de Eé,tado,'dWectores de las lnatltucionas .

. ..' ,'., ,: ',", ,".. :, :....: ..,

autónomas y sernl-autónomaé, •. d~rJa$!ei'ttpresas estatales; y demás'
dependencias públicas, el Pro6útadbrj)!:ie la Naci6n y el de la
Administración, el Contralor G¿net!~ldéh:l!República,los Gobernadores .. '
y Alcaldes respectivos pódrán~.préVia identificación, declarar'
insubsistente el nombramiento deloJfUhdióJ'jarios pübllcos que participen
en los actos descritos en erArtrcuf~rdéEi~ta Ley. '..

, .":':::;~t:,·.',' : ' ,.::::,:':
,.,' '1

1
' ',. ',';

',' .' ",.:,,::"'::
~ ',u¡b""~'.~" '"-"""",, .

-

-

-

-

,....

,-
,

,....
,

-

,....

,....

I

- te

.:. .,;,:,,:,

e Este es el encabezamiento c61"l~tl.Jp~r~~~ en la publicación oficial.
7 _ • .,:,,:::':',",: ":,:,)::::~:-¡:,::.' .:":'.',' ',:,:' ,:,' -r,: '\:!'.:\:,.'

Subrayado añadido ,.•.......•.·"'ti" .

" .'. "l·.·..·.• '. '..." ..,.","", .' '."', '.-
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•

Contra la declaratóriai'~insU1:ísis~encia del nombramiento
de un servidor público, sóJocabelnt!;¡rec:u(sos de reconsideración ante ..
la propia autoridad que dictóJa~e6¡slón, y el de apelación ante ta

" '.' "" '." " , . -

autoridad superior, agotándosecorí/ésta la vía gubernativi!l.
· . ','.' , ,

•

- '::-:::, ,.,'

, .' '... :':::::i:"''-,'-'', .',',',',

4 Para los efectos deJa "plicaCfóhde esta Ley, en el caso de
.', " ':.':, " . '. , "

los sindicatos de trabajadores deL',:ectorp6blico, no será aplicable la :
Sección Segunda del Capítulo Vrd::.ITít8Iol del Libro 111 del Código de .
Trabajo, ni el Artículo 137 de ItlJe'¡tNo. 8de 25 de febrero de 1975.

· ","

Esta ley modifica,i' éU~r,t() le sean contrarias, las
," ,',' ::.,:i""",: '" -: .:

disposiciones contenidas erf laLey'!(). 8dé25 de febrero de 1975. la .
Ley No. 34 de 26 de septiertlbred~rii979,I~s Leyes No. 38 y 39 de 27
de septiembre de 1979, la l.eyNoji:O deiS de septiembre de 1979, y
cualquier otra disposición que leséii6ontral'ia.

" '. "::~:>,,., : . ',:
" -; :,'

· ," ::Sl", ..-',
',.,~):¡'i·':·:::>'.::" " , ,:, :": .: "

, ,..
, '. .' ' ....':'.' .'.:it=:.... ':, ., ., ;, ',', ,', '

ArtrcuJo 7. Esta Ley comenzaráa:égir desde su promulgación y tendrá
vigencia hasta el 31 de diciembh~dC1991r

. ,: : ,<:"::':::':'"., . :: ,
, , , ' ','''''''''.'

. " : .: :".' .'":',:r; ::::.'., ': ,:',. ;',: ;.., , , . . ,

93. Los trabajadores a qui.nEl$$~~escCln:iUnlcó su destitución por su supuesta
participación cómplice para derrocar arGOJ~rnot6nstitucional y suplantar el sistema
democrático por un régimen militar, tal'lt~nCón anterioridad como con posterioridad a
la aprobación de la Ley 25, recibier6#':::¡fcartáde notificación cuyo texto es el

:' "

siguiente: .:¡r· .
. -.',.' .";""",,, ,. .

, ",": :'. lO' " ' ' '.. ':. .'

.,' . "."""";;'''}''':.':'::''', . :,:':,:: "-.'

El Excelentfsimo SeñbrPtes eJitedela RepClblica, con el fin de
" " ..', .,::,¡,,':", ,',:: ::, .

preservar el orden constituC:íol"ls.ihaordenado a las autcrldades:
superiores de las distintas deperkien~¡~sEstataIEls,declarar ínsubslstentee
los nombramientos de losserVid~;e$ip6bl¡cos que participaron en la

• .. " "~o, l' "",' - Oo' - ",

organización, llamado o ejecuci6hd"lparóriacional que se realizó el 5 de
diciembre de 1990. . .<:1. ...••.•

" ..-", -,'. -' ",
.', .: , ,'.~~..;' ': . :::." :-: '

'" ' .. :'. ':, .:: ',' . , .. '- .: :'

-

-

,

-

r

-

•

B Subrayado añadido

· . .' ..' .. ,
" '::.'

" ' .. .. '.',--::, ','-.,'
, . "
· , :.- : .. '
--', :", ' '.,' -

"', , " . '" .,'.

,- :" ': ': r:.-:'-:':'-;::, ': ::{ ¡:¡: :,\:,,~')' :,' ,: ,:' ::, :}~ .';-,::::. ·'!:f -: '
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"'<2·:¡~ ...
, '-:"~ :-.

, . ..· ,-,. ,

, .. . ' , .· .. ,' ; .

En base a su particiPaci6n~t'laact¡Videdantes descrtta, se le
comunica que su nombramlel"ltoetl. estairistltución ha sido declarado'
insubsistente a partir de la fechayj:~or lot~Í'lto damos por terminada la
relación laboral que mantiene c()h~~ta empresa. Atentamente, lO

• •

,...

,...
,

-

-

,...

-

20 trabajadores
8 trabaJadores .

58 trabaJedores .
4 trabajadores

137 trabajadores
32 trabeJedores
10 trebajadores .

',' .' .
. 270 trabajadores.

,...

,...
,

-

-

-

-

-
9 Subrayado añadido

10 Ver ANEXO 4.

-
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,
, asonada militar, y que sin embargo se encontraban con licencia por maternidad" / por

enfermedad, de vacaciones o en uso de días libres o compensatorios12

-

97. Por otro lado, resulta altamente preocupante que en este estado de la
evolución del desarrollo democrático en el continente, puedan aparecer y aplicarse
leyes como la cuestionada Ley 25, que responden a la ideología de la "seguridad
nacional", fa cual es abiertamente contraria y violatoria a los derechos humanos.

98. Vale aclarar que a ninguno de los 270 trabajadores despedidos se le
abonó indemnización laboral alguna. Algunas de las personas destituidas fueron varios
años después reintegradas pero sin que se les pagaran las indemnizaciones, los salarios
caídos, los daños y perjuicios ni se les reconoció la jerarquía y antigüedad de que
gozaban. (Ver ANEXO 18). De todas maneras más del 60% de los despedidos aún
no han sido reintegrados (Ver ANEXO 23),

b) Consideraciones sobre el problema de la Ley 25 de 14 de diciembre de
1990

- 99. La Comisión entrará a considerar cómo la Ley 25 afectó a los trabajadores
estatales víctimas inocentes de la destitución intempestiva e injustificada dispuesta por
dicha ley y de qué manera, además, tales persones han visto frustrados sus justos
reclamos y violados sus derechos contemplados en la Convención Americana.

-

-

-

-

100. Antes de dicho análisis debe señalarse que pueden distinguirse dos grupos
de trabajadores igualmente afectados por la Ley 25. El primero de ellos, despedidos
entre el 6 de diciembre y la fecha de entrada en vigencia de la cuestionada ley. A
dichos trabajadores no se les aplicó ninguno de los procedimientos laborales vigentes
en ese momento, por los que sus despidos carecieron de cualquier tipo de justificación
legal. La Ley 25 con respecto a este grupo vino a consolidar las arbitrariedades al
establecer que tendría efecto retroactivo y obligando a este sector a recurrir a los
procedimientos regulados por dicha Lev y no a los que regían al momento de
efectuarse los despidos.

•

•

•

11 Ello a pesar que el artículo 51 dehlley8 "igente estipulaba que "la mujer que
•• •

se encuentre en estado de gravidez s6lo podrá ser despedida de su empleo por causa
justificada y previa autorización judletel, Ver anexo.8. Ver por ejemplo la situación de
Diría Lauchu quien gozaba de llcenclapcr.materrúded y fue despedida. (Ver ANEXO
16). .

12 Ver nota SC-Sf-032-92 del Sindicato d~Tr~bajadoresdel Instituto de Recursos
Hidráulicos y Electrificaci6n del 12 de .febrero de 1992 y las certificaciones
acompañadas. ANEXO 5.

" . '

••
" "
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101. El segundo grupo de vlctimas se encuentra compuesto por todos los
trabajadores despedidos con posterioridad 8 la aprobación de la Ley 25 y a quienes
también se sometió a un procedimiento distinto al que les correspcndre en su calidad
de trabajadores. 13

102. r La Comisión toma en
cuenta para empezar, lo que el propio órgano judicial de Panamá opinó respecto a la
Ley 25, al pronunciarse sobre el recurso que 106 mismos peticionarios le sometieron
para que declarase su inconatituclonañdad.

103. Selíala la Corte Supremá en su sentenCia de 23 de mayo de 1991, acápite
N° 3, párrafos 5 y 6, analizando el reclamo de los peticionarios por la violación de los
artículos 22, 31, 32 Y 33 de la Constitución de Panamá, lo siguiente:

Se advierte que la Ley 25 de 1990 no trata en realidad de juzgamiento,
sino de destitución. Ahora bien, hay. destituciones que exigen un
juzgamiento previo..... tal es el caso de ciertos altos funcionarios que
deben ser juzgados y condenados ya sea por la Asamblea Legislativa, y
por la Corte Suprema de Justicia.

Este no es el caso de los empleados estatales destituidos quienes:

"desde que fue abolido el régimen anterior"; ..están sujetos al sistema...
"del nombramiento discrecional y el deia destitución también discrecional
efectuada normalmente por la propi8autoridad nominadora. De modo
que actualmente la autoridad competente para destituir a un empleado
público es, salvo excepción, la misma que lo nombra". (Véase ANEXO
24).

104. De acuerdo con dicha sentenciaSllprema, "la autoridad competente para
destituir a un empleado pábllco"':csiri juicio.... es la misma que lo nombra. Este
pronunciamiento e interpretación deJa Ley 25 y dela legislación panameña, no puede
ser ignorado' por la Comisión al memento de evaluar el reclamo de los trabajadores
destituidos sobre inexistencia y pdvacióndelos derechos y garantías judiciales
contenidos en la Convención Amerteena scbre.Derechcs Humanos.

"

· . .
•· . . '.

· . . . .
,.' "

•
•

-

. .

13 Ver ANEXO 26, donde constl.ique la Se¿fetarla de la Junta de Reconciliación,
órgano administrativo encargado de tramitar ías reclamaciones laborales, el día 21 de
febrero de 1991, se negó a recIbir las.demandas de 10$ trabajadores por los despidos

· .'

injustificados. ....•.••... .•. ...• .
.,' . " ,.': ",
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105. La Comisión considera también, sobre este mismo particular, lo que
establece, en sentido contrario, la Constitución Polrtíca de la República de Panamá:

En cuanto a los trabajadores: .• ' ArtículO 70. Ningún trabajador podrá ser
despedido sin justa causa y sin las formalldades que establezca la Ley.
~ ,. ,

Este señalará las causas justas para el despido, sus excepciones
especiales y la indemnización correspondiente.

En cuanto al sindicato de los trabajadores: Artículo 64. El Ejecutivo no
· .

podrá disolver un sindicato sino cuando se aparte permanentemente de
sus fines y así lo declare tribunal competente mediante sentencia firme.'4

.

106. En relación con el derecho de las autoridades panameñas sancionar o
penar sín juicio previo y a ejercitar por sí mismas, la facultad de imponer "excepciones
a la garantía penal de juicio previo", preocupa a la Comisión Interamericana de

" ,'.

Derechos Humanos, además de la cita previa de la sentencia de la Corte Suprema, otra
· '. '

parte de la misma en la que, ratificando este. crlteríc, dice textualmente lo siguiente
para justificar el rechazo del reclamo de los trabajadores destituidos:. . ... .

En consecuencia, también se descartála supuesta violación por la ley
impugnada del artículo 33 de.le Constitución•. Dicho precepto es el que
establece quiénes "pueden pener sin JUIcio previo", que según el referido
artfculo son, "en los casos yidentro deles precisos términos de la Ley:
al Los funcionarios con mando y jurisdicción si son irrespetados cuando
ejercen sus funciones; b) Los.Jefes deila Fuerza Pública quienes pueden
imponer penas de arresto .... a sus subalternos para contener una
insubordinación o motín; e): Los capitanes.' de buques y aeronaves
quienes, cuando estén fuere de puertoti~nen la facultad de mantener el
orden a bordo y detener provisionalmente a cualquier delincuente real o
presunto. .'

· ,,' .
.

, '," .':' ..

107. La Comisión es del criterio que lásmedidas sancíonatorias O disciplinarias
no pueden ser aplicadas por la autorÍl::lad administrativa de conformidad con la ley, sino
como producto de un procedrrnlento administrativclconstitutivo en el cual se respete
el derecho a la defensa y al debldopjoceso deláfectado, consagrado en el artículo 8.1.
de la Convención. En todo caso I aljustificarlá utilización de esta clase de penalidad
"sin juicio previo" para los trabajadores del Estado destituidos por la Ley 25, la
sentencia de la Corte Suprema-de 3Q delT1~Yo ¡de 1991 violó las normas de la
Convención Americana sobre Derechos Huniahos én perjuicio de los trabajadores del
Estado, en cuyo nombre se trae la presentadénunt:ia.. . .

-

-

14 Ver ANEXO 7.
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loa. ri .
Otro problema que generó la Ley 26 sederlvá de la forma en que quedó después del
pronunciamiento de la Corte que ", ladee/ató constitucional en su mayor parte e
inconstitucional sólo en un párrtlfo, porq~e,dada la naturaleza del mismo, su
invalidación trajo como consecuencia que quedilse cuestioneda la validez del resto de
la ley. '" ',,"

'. . ,
, ,

", ',: " ','

109. En efecto, cuando la senténcla dela Corte Suprema descalificó la tarea
del Consejo de Gabinete por deterrnlner. 6ih\t~ner competencia, si 10$ actos de los
trabajadores eran atentatorios contra 'el orden democrático y constitucional para
penalizarlos con la destitución, dice asr: cuando el órgano ejecutivo (el Consejo de
Gabinete) procedió a determinar "mediante., ~esolución N° 10, de 23 de enero de
1991", si las acciones de los trebajadores étl!ll"l o no contrarias a la Democracia y al
Orden Constitucional, actuó incohstitJc:ionaltn~nteporque la Ley 25 le atribufe una
"pctested reglamentería" que no le coúesPOhcÜa (página 99). por lo que al actuar
como lo hizo, infringió "el numeral 2 del art!c~lo 203 de la Constitución". Agrega

" "también: ,' •.....
'. ... , .

, .: ' '
, ,

, ', ,

Además, el Consejo de Gabinete ha pU~de ejercer esa función, porque la
facultad de determinar cuáles actos >ate"tan contra la democracia y el

.' " .', ,
orden constitucional es de . ' .: ., •. -. • . i seg~n lo
dispuesto en el numeral 2 deJartt:eulot03de la Constitución. (Subrayado
de la Comisión). .: •.•..

'., '.', .
" ..'

. ":': ..', .
, ,

110. En efecto, si el órgano que hizo 1i:1:selección, determinó la responsabilidad
y aplicó la sanción de destitución de losemple~dos estatales actuó --como lo declaró
la Corte Suprema-- inconstltucíonalme~te;s¿sactosfueron afectados, ipso tecta 8

ipso jure, de nulidad absoluta, careciendo entOnces de valor todo lo actuado. Como
consecuencia de esto, si la selección y (i8terrriih~ción fueron nulas e inválidas, el resto
de la ley quedó sin aplicación porquefodo ¡giraba en base a la validez del acto de
destitución de los empleados estatales; •.•..••...•.

, "

-

.-

-

-

-

-
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11 2. El pronunciamiento parcial de
inconstjtuclonelidad de la Corte Suprema, en vez de invalidar lo realizado por el
Consejo de Gabinete en aplicación del, pátrafóinconstitucional, lo consolidó y le dio
carácter permanente y definitivo. En lugar de retrotraer todo a sus orígenes, el fin de
permitir restablecer las situaciones jurídicas infringidas por la inconstitucionalidad
declarada, convalidó las vlclaeleneaelca der~cnos humanos oometidas por los otros
Poderes del Estado en perjuicio de los trabajadores destituidos en aplioación de la Ley
25. .,'.. ...

-

-

-

.
. .. '. ... .,'

0·29·'·
.' o"

, .

000031

-

.

11 3. Además, la interpretación de la lf!Y y la jurisprudencia en su aplicación al
caso de los trabajadores estatales por la CórteSuprema, es contraria a los precedentes· . ' "

establecidos por la propia doctrina panamef\a ~obre la materia. Ello queda en evidencia
al considerar la siguiente ejecutoria de la corte Suprema16

;
" ,,

-

-

..,

-

-

-

Tratándose de normas legales· ne quedii entonces la menor duda de que
las decisiones de la Corte en materia c~nst¡tucional no producen efectos
retroactivos. Sin embargo, la Con~titu¿ión Nacional, en su artículo 204,." .

permite que se pueda demandar '.'nconstitucionalidad de actos
jurisdiccionales. (Salvo los fellosde la Oorte Suprema o de sus SaJas)
que normalmente se agotan coÍ'l.la ej,jcución de los mismos y no
continúan rigiendo; como es el caso deJas; normas. legales que mantienen
su vigencia hasta que sean derogads$por los diferentes medios que la
Constitución consagra. } .

Si se permite que un acto ;urisdic:ciohal pueda ser demandado como
inconstitucional, es obvio que. f)uede ser declarado inconstitucional.
Sostener que la decisión de la Corte en Elstos casos no produce efecto
retroactivo y que sólo produce éfi!ctbshacia el futuro, traería como
consecuencia que la declaratoria de in~cinstitucionalidadsea totalmente
intrescendente, inocua. Lo .qüe realmente ocurre es que el fallo de
mconstltuclonelfdad de unanorrna le~al produce una derogatoria por

" , I

mandato constitucional, ya queleiCon.stitución establece en su arttculo
311 que queden derogadas todas.las leyes y demás normas jurídicas que
sean contrarias a esta Constituoión;y,~ómo la Corte tiene por atribución
constitucional decidir sobre la inconstltudionalidad de las leyes, cuando
declara que una norma: iegsl ~s; inconstitucional la deroga
constitucionalmente, en virtudds lo quéiestablece el artículo 311 de la
Constitución Nacionel. . .... . .' ••.•

9na

:':'
, ."
, :'
• "o
,,:: : .'

"
· ,'.

,
,

.'

• , "· '. '

•
· ,
" .,'" .:.' . ' '

, .- '. ' ';:"

15 Código Judicial de la RepúbJic~d~Pabllrhá, Editorial Mizrach Pujol, S.A.,
Edición, octubre de 1996, página 485~ .··.·Suijrayados agregados.
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Si Ias normas legales se derogaM por inconstitucionales, los actos
jurisdiccionales deben declararse nulos, por inconstitucionales. Se
produce entonces una Nulidad ConstítLJciÓnal, como consecuencia de la
violación de normas constitucionales por un acto jurisdiccional. ie

114. La Ley 25 y la sentencia dala Cort~ Suprema que convalidó sus efectos,
materia de las consideraciones precedentes, constituyen el marco de referencia dentro
del cual tienen lugar otras violaciones ala Convención Americana sobre Derechos
Humanos que son materia de análisis a continuación.

, ,

". .. "

e) La violación de la Convención en cuanto a las garantfas judiciales

-,,

-

;.'

115. La Convención Americana sobra Derechos Humanos protege el derecho
a disfrutar de garantías judiciales mínimas en sU: artículo 8. 1. que declara que:

1. Toda persona tiene derecho a ser clrda, con las debidas garantfas
y dentro de un plazo razonable, por uh, juez o tribunal competente,
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la
sustanciación de cualquier acusación pena'l formulada contra ella, o para
la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral,
fiscal o de cualquier otro carácter. ," '

,

11 6. Diversas violaciones al inciso 1 del artrculo 8 de la Convención se han
producido en este caso. El artículo Bes claro en disponer que se debe aplicar en todos
los procedimientos tendientes el "la determinación de sus derechos y obligaciones de
orden ... Iaboral, ..", '.

117. Por ello I los trabajadores arhitrariarnente despedidos debían contar con
la posibilidad de ejercer su derecho a la tutelllJudicial efectiva, a través de un "debido
proceso legal" I que abarca las condiciones qUe deben cumplirse para asegurar la
adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos ubbligaciones están bajo consideración
iudicial17

• Como se alegará a ccntlnuacién yseprobará oportunamente, los despidos
se efectuaron sin ningún tipo de respeto de lasgérantías judiciales mínimas y sin poder
acceder a los tribunales. Cuando llegaron a lásihstancias judiciales tampoco contaron

, con las garantfas del debido proceso COJ'TIO se demos~rará en este proceso.
.' . , ' .'

.: , ,.' -:'
::." ,..' "

,-. ;'. ",
,

. , . ' . '

',' "

:: . ".'

. , " : .
:. ' .,.
.' . " ,),

, .1,
," '
':', .:.

". ' .

16 Fallo del Pleno de la Corte Suprema ere J~sticia de la República de Panamá de
3 de agosto de 1990. Subrayados añadidos., (ANEXO 251.

. .:,: , .;

17 Garantías Judiciales en Estados d~Emerg~ncia (Arts. 27.2, 25 Y 8 Convención
Americana sobre Derechos Humanos), Opinión ,Consultiva OC·9/87 del 6 de octubre
de 1987, Corte I.D.H. {Ser. Al No. 9 (1'9a7),,,árr. 28.
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La violación de la Convención en cuanto al derecho a ser ordo (artículo
8.1 )

- dI

..
: . . ,

.. " ,
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-

,-

.. ','

118. El reclamo de los peticionarios, ségún ha quedado establecido, no fue
•

nunca escuchado por las autoridades del Estado. las cuales, sin indagar directamente
a través de ellos, ni considerar las razones expuestas por éstos, procedieron a
destituirlos masivamente bajo la solaJdentlflcecíón del Jefe respectivo de la. , ',",

dapendencia estatal. Esto fue así pese aque obvlamente, por no haber participado en
la organización de la manifestación ni en el desarrollo de la misma, los jefes de los
organismos estatales no estaban capacitados para dar fe de fa participación o
concurrencia del empleado. Pese a etío.: fuerop senclcnades y expulsados de sus
empleos mediante la aplicación de h~ regla fijada en el artículo 2° de la Ley 25, según
elcual;'

, '.'.

-

-
: ' '.':-

- 119. El derecho de ser oído es una d$ las garantías nucleares o esenciales del
derecho de defensa y al debido proceso, el. cual debe ser respetado tanto en los
procesos judiciales como en los procedimiento.sadministrativos sancionatorios. La falta
de cumplimiento de este garantía esencíáldel debido proceso constituye una
transgresión a fas normas de la Convención Amef¡cana, consagradas en el artículo 8.1 .

, , :" .. ":
· .

- e) La violación de la ConvenCiÓn end~anto al derecho a un juez o tribunal
independiente e imparcial·(artículo\a.')

. . ,",

, ':>
, .. '.' .:

-

-

-

-

120. Tal como se desprende tanto del texto de la Ley 25 como de las
.' .', .-','

diferentes notificaciones de cancelaclén délínombramiento a cada uno de los
trabajadores, se les imputaba la participaciÓn .·~~·un movimiento armado tendiente a
derrocar al Gobierno constitucional. Sinemb~T~Q, el supuesto hecho ilícito atribuido a
los trabajadores no fue sometido a un jlle¡¡; o. tribunal independiente e imparcial, para
que pudieran ser juzgados con las debidas gara~tías, como lo dispone la Convención
Americana sobre Derechos Humanos. En vez de esto, se sometió sus casos
arbitrariamente, a procedimientos y órganos, e~1ablecídos a posteriori por la Ley 25,
donde su situación y sus reclamos fueron considerados y resueltos no por el órgano
jurisdiccional competente e imparcial: 81 fueh)f~boral en cuanto a los despidos y los
jueces penales en cuanto a los presuntos delit6~, sino por funcionarios dependientes

," ' ..;:...,
. , ",: '

..., '
, ' , . . , ..

: .' :.;(:. '
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del Poder Ejecutivo (el Consejo de Gablnete),qliienes no son por definición órganos
independientes e imparciales, por lo que procedieron a confirmar lo resuelto por las
autoridades superiores de las distintas dependencias del Estado y de las instituciones
autónomas y semi-autónomas de las empresas públicas.

. .

121. Confirma esta violación al derecho da los trabajadores estatales a un juez
o tribunal independiente e imparcial, la propiasentencía de la Corte Suprema de 23
de mayo de 1991, que declara que el Consejo de Gabinete, que asumió las funciones
de juez y tribunal, actuó inconstitucionalmente y que no pudo ejercer esa función que
es de exclusiva competencia del órgano judiri~diccional. En efecto la sentencia indicó

• •que. . .'

· :,"

El parágrafo del artfculo2, •... viola al numeral 2 del 'artrculo 203
'. .

porque confiere. el Consejo de Gabinete una función que la
Constitución atribuye a.la Corte'Suprema de Justicia.

. .'
" . "

-
f) La violación a la Convención .•. eh .cuanto al derecho a un "tribunal. . .,

competente'" (Artículo 8.1) '...
" : " '

... .

-

-

-

-

-

-

122. Panamá violó en perjuíclo delos2iO trabajadores despedidos, objeto de
la presente demanda, el derecho de ser juzgados con las debidas garantras del tribunal
competente que le correspondra: en su caso, como se ha mencionado antes, [os jueces

· ' '.'

y tribunales de trabajo. El derecho a ser juzgado por un tribunal "competente", además
de estar contemplado en el artículoS incisdfo de la ConvencIón Americana sobre
Derechos Humanos, también se hallabaprevisto¡;>orla ley vigente panameña antes de
entrar en aplicación la Ley 25, la quede mari~raexpresa los substrajo de ella a partir

...

del momento de su expedición. .' .
" : .'

123. Las relaciones laborales/enel c:~so de los trabajadores del Instituto de
Recursos Hidráulícos y Electrificación V del Instituto Nacional de Telecomunicaciones,
al momento de dictarse la Ley 25, se hallaban reguladas por la Ley N° 8 0 de 25 de
febrero de 1975, en cuyo artículo 118sa establec~:

. ,. : '
, , : . :'
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- . . .
debido proceso, del derecho de ser ojdosporun juez o tribunal "competente" para la
determinación de sus derechos y obliqeciónesde orden... laboral."

125. La Ley 25 privó a los peticionarios de estos derechos de la siguiente
forma:

~,,

ArtrculQ ,~ Para los efectos de la aplicación de esta Ley, en el CASO de
· .

Jsa sindicatos de trabajadores del sector público, no será aplicable la
Sección Segunda del Capítulo VI del Título I del Libro 111 del Código de
Trabajo, ni el Artículo 137 dela ley No; 8 de 25 de febrero de 1975.

-
(

-I

126. Hay también privación del derecho de.los peticionarios de ser sometidos
a un juez o tribunal competente, enIaparte en.la que se les acusa del delito de
Instlgacl6n, asociación o complicidad para delinquir contra el orden constitucional y,
pese a la gravedad de la imputación, no se les sometió, como lo señaló la sentencia
de [a Corte Suprema, al pronunciamientó del 6rg~no jurisdiccional, en lugar de ser
remitidos para la determinación de su caso, cerne se hizo, al juicio de una dependencia
del Poder Ejecutivo. Estos funcionarios adminlstrativos cuando determinaron la
responsabilidad de los trabajadores: "actuando ultra vires usurparon jurisdicción e
invadieron facultades de los organismos judiciales ordinarios". 19 Esa sumisión del caso
de los empleados estatales destituidos aun fuero que no era el competente, afectó las
garantras del debido proceso establecidas en la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.

..

127. Por lo cual en el preseliteca$o el.sometimíento de los trabajadores
despedidos, al juzgamiento por partede6rganos d~1 Poder Ejecutivo, en relación a los
hechos ilícitos imputados, violó la garantía a ~er ju:zgado por un tribunal competente,
consagrada en el artículo 8.1 de la Convención. .

- g).
· .

La violación de la Convenció~ •.' en cuanto al derecho a un tribunal
establecido con anterioridad por la ley

· .
.

.-

-

128. El párrafo 1 del artículÓ 8 de la .Convención Americana establece. en la
parte pertinente, que toda persona tiénederecho, Con las debidas garantr2ls, a ser oído
por un.' .' '. sr¡. '. i en la sustanciación de
cualquier acusación formulada en su contra "para la determinación de sus derechos de
orden ..... laboral o de cualquier ctrocaracter". .

., . : :

·
•

, : .
'"'.

18 Artfculo 8 Convención Americana: •, .. ,

...
"

19 Caso Loayza Tamavo, senteneia d~17desePtiembrede 1997, párr. 61.
, .. - .
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129. Además de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, esta
garantía también se halla contemplada en el artículo 1968Q del Código Judicial de la
República de Panamá, según el cual •"Nadie podrá ser juzgado sino por Tribunal
competente,' . • , ccnforrne al trámite legal y con plena garantía
de su defensa". Pese a ello, la cuestionada Ley 25 ignoró los derechos y garantías de

· .

los trabajadores contemplados en la ley panameña y en la Convención Americana, .al
establecer como órgano para deterrnlnarsu.responsabltldad y sanción al Consejo de
Gabinete y no al juez o tribunal establecldc con anterioridad por la ley, aclarando
ademés que, con independencia deila éxlsténclao no de fuero sindical y estuviesen
o no regidos por leyes especiales (artículo 1); contra la declaratoria de insubsistencia
del nombramiento de un servidor público sólo cabria recurso de reconsideración ante

, ., ,

la propia autoridad que dictó la decisión yde apelación ante la autoridad superior,
agotándose con ésta la vía gubernativa (artículo 3).

130. Además de esto, la mistna.Ley25 viol6 igualmente esta misma garantía
del debido proceso, cuando para el 6asodelo$ sindlcatos de trabajadores del sector
público, declaró que no era aplicable la Secci6nSegunda del Capítulo VI del Título I del
Libro III del Código de Trabajo, ni el Artículo 137 de la Ley No. 8 de 25 de febrero de
1975 (artículo 4); y, que quedaban modificadas las disposiciones contenidas en la Ley
No. B de 25 de febrero de 1975, enila Ley No; 34de 26 de septiembre de 1979, en.. .
las Leyes 38 y 39 de 27 de septiembre de ·1979 y en la Ley No. 40 de 28 de
septiembre de 1979 Y en cualquier otra disposición que le fuese contraria.

-

-

-

-

·
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131. De esta manera, las gar~ntía5 v.derechcs de los trabajadores estatales de
ser juzgados por jueces y tribunales establecidos con anterioridad por la ley, quedaron
proscritos por el texto de la Ley 25 y, en lugar de esto, se les sometió a procesos ante
jueces y tribunales que, si bien existrán con anteríorídad a los hechos, como el Consejo
de Gabinete y la Jurisdicción Contendioso Adfninistrativo no eran, al momento de tener
éstos lugar, competentes para conocerlos Vs61010 fueron después de los mismos
porque expresamente la Ley 25 les dio jllrisdid:lón y competencia con este fin.
Además de ser sometidos indebidámentea tales tribunales, también lo fueron a
trámites y procedimientos diferentek a los Vigentes al momento de tener lugar los
acontecimientos materia del present~ caso. •••. . ..

•

,,' ."

· .
· .

:. "

.' "

La violaoión a la Conv~ncjól'1 .ncuanto al derecho a la presunción de
" . ,.' , '

• •mocencla
h)

-

-
132. El derecho a la presundisnde inocencia se halla contemplado en el inciso

2 del artículo 8 de la Convención ArnericanEi, según el cual:
~. " ." ,
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.' \' • ••
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133. Dentro de la legislación panameña, lagarantfa de presunción de inocencia

se halla contemplada en el artículo 22, segundo párrafo, de la Constitución Política que
establece: "las personas acusadas de haber cometido un delito tienen derecho a que
se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad en juicio público que
le haya asegurado todas las garantías establecidas para su defensa... " : y, en el

, ,

artículo 1966 del Código de Justicia que dice lo siguiente: "Toda persona tiene
, '

derecho a su libertad personal y frente a toda denuncia se presume su inocencia".

-

, ,

134. En lugar de observar esta garantía de debido proceso aplicable a todos los
procedimientos sancionatorios, autoridades publicas panameñas desconocieron este
derecho a los peticionarías y, sin que estuviesen acreditados ni probados los hechos
imputados, ni probada su culpabllldaden juicio. público con todas las garantías
establecidas para su defensa, presumieron no su inocencia sino su responsabilidad,. .,

procediendo a sancionarlos con la destitUción de sus cargos.

-

-

-

-

135. La única acusación en la que se apoyaron la Asamblea Legislativa, el
Gobierno y la Corte Suprema para probar la cUlpabilidad es en una nota periodística
nunca probada, aparecida en el dia~io La Prensa el 5 de diciembre de 1990-·día del
supuesto paro laboral·· y siguiente al de la manifestación, en el que se atribuye a un
dirigente sindical, en medio del calor de los discursos, haber dicho que si el Gobierno

. .

no atendfa sus reclamos los trabajadores se. mantendrían hasta .Ias . últimas
consecuencias hasta que cayese. La llamada "Eh'idElncia" se halla transcrita en la nota
que el 10 de febrero de 1995 remitió el Presidente de la Corte Suprema al Gobierno
de Panamá y éste envió a la Comisión el25de setiembre de 1996. Dice así:

La Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo señaló, que no era
, .

cierto que el movimiento de los trabajadores de esos días de diciembre
fuera puramente reivindícativo como se afirmó en las demandas y citó en
su sentencia del 18 de diciembre de ·1992, página 15, los siguientes
hechos: .

El dirigente sindical de los trabajadores dellAHE, Isaac Rodríguez, en un
hecho públlco y notorio, declaró el díá 4 de diciembre, durante la
manifestación obrera, que el paro se prorrogaría por 24 horas,.· "y si
después de 24 horas no quieren negociar,. el paro se prorrogará 48 horas
o 72, hasta que caigan entonces". (Diario La Prensa, del 5 de diciembre
de 1990). Ese mismo día4 de diciembre, a las 5.30 de la tarde, el
Coronel Eduardo Herrera Hassen, ex jefe de la Policía Nacional, acusado
de atentar contra la estabilidad intemadl!!IEstado, se fugó de la cárcel de
la Isla de Naos y se tomó parcialmente el Cuartel Central de la Policía
Nacional. ..... lnformes públicos revelarl:lnque mientras los rebeldes
permanecieron el Cuartel Central, hub6comunicaciones entre ellos y

,,,' .

algunos dirigentes sindlcales.': ..
" , . ,

.-
. .:

,
'. . , .
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La cita de la sentencia del tribunal continúa y concluye con lo siguiente:

El marco histórico narrado es el que sirvió de base a la expedición,
por parte de la Asamblea Nacional, de la ley 25...de 1990, que
estableció ...Ia autorización para despedir a los funcionarías públicos que
habían participado en la organización, llamado o ejecución de acciones
que atenten contra la democracia y el Orden Constitucional, fueran o no
dirigentes sindicales.

'136. Esta noticia perlodístlca, nunca confirmada ni corroborada, que atribuye
. .

un dicho a uno de los oradores antes de conocerse la sublevación militar, fue la única
prueba que utilízaron los poderes Ejecutivo. Legislativo y Judicial de Panamá, como
plena evidencia para justificar la destitución masiva de casi trescientos trabajadores
estateles. Sobre esta base. que no constituye ninguna evidencia legal, los órganos del
Estado de Panamá presumieron y dieron por. cierta la culpabilidad de todos los
empleados públicos. Por ello sín duda. la sentencia de 23 de mayo de 1991 sostiene
que lo que hubo fue no un juicio sino simple yllariamente una destitución, donde se. .

presumió la responsabilidad de los empleados a quienes se declaró la insubsistencia
de sus nombramientos en aplicación de la Ley 25 de 1990.

137. Aunque la orden de suspensión del paro no hubiese sido acatada por
aquellos que no llegaron a conocerla, un paro parcial de 24 horas no' podía haber
desestabilizado, como de hecho no lo hizo, el régimen democrático y constitucional del
país, por lo que al comprobar su carácter Inofensivo no podía justificarse que se
procediese de manera tan drástica. máxime siendo pública la intención y decisión de
la directiva de no ejecutarlo.

. , ". . .
138. La Ley 25 y actos de ejecuciónqlJé dispusieron la arbitraria destitución

masiva de los trabajadores estatales sin juicio previo, prejuzgando su responsabilidad,
violó la garantía de presunción de inocencia de Jos reclamantes y en consecuencia, la

,- obligación asumida por el Estado de Panamá en el artículo 8.2 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.

. .
."." .,'

.- 139. Por otra parte vale destacarqueerlJaFiscalfa Novena del Primer Circuito
Judicial de Panamá donde se investigaron Joshe~hos acaecidos los días 4 y 5 de
diciembre da 1990 en contra de Eduardo Herrer.ayotros por el delito de sedición, no

~- se sindicó a ninguno de los trabajadores que fueran despedidoslo.

.. '.'-
hA ;

, " "

20 Veáse certificaciones de la FiscalíaNoV~t1a d~' Primer Circuito Judicial. ANEXO
3.

• •
'. ' .

• '. "
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-
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141. La atribución de participación.' en .upa asonada militar mediante una
decísión administrativa y no judicial y la imposiciót'l de la mayor sanción posible a un
trabajador como es el despido constituyó una violación de la presunción de inocencia
en la que "subyace el propósito de las garantías judiciales n 22

•
. .'

· . "

140. Sín embargo, en las notas de despido a los 270 trabajadores se senaló
que el paro nacional »nunca llevado a cabo-- •• "se encuentra vinculado con la
sublevación militar que se inició el 4 de dlelernbre de 1990 y que culminó el 5 de
diciembre del mismo año,,21. Sin embargo; esta imputación se impuso a los
trabajadores despedidos, sin ningún género de prueba que demostrara los hechos y su
relación de causalidad, resultando así arbitraria. .'

-

-

-

-
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- i) La violación de la Convención en cuanto al principio de legalidad y de
irretroaotividad (artJoulo 9). .'

·· " .
" ", •

142. Este principio se haltecontempladc en el artículo 9 de la Convención y
establece que:

.-

-

-

..
·

Nadie puede ser condenado por acciones u Omisiones que en el momento
de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco
se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la
comisi6n del delito. Si con posterlorldéd.ajla comisión del delito la ley
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará

· .
de ello. .•. ••

, ,. ,

-

.' " "
" "..' "": .,' ',.'

143. El principio de legalidad se basáen laobservancla de las normas básicas
que otorgan garantías de seguridad [urldicae] debi~o proceso y que son; entre otras,
el respeto a los princípios: nullum crimen sinelege, según el cual todo hecho infractorio
que se impute a una persona debe estar determinado por la ley; nulla poene sine lege,
que requiere que la pena que se imponga sea. la ClU~ estaba prevista y no otra que no
corresponda al hecho; que el hecho prohibido por' la ley en efecto haya tenido lugar
y se haya producido una violación al orden legal; que haya tipicídad, identificando el
hecho con la persona y con la norma<iil')frin~ida; que haya antijuridicidad,
descartándose que la persona haya actuadoef! forma autorizada, justi1icada o
permitida; y, que haya culpabilidad en laforrrr~, co~diciones y circunstancias bajo las
cuales intencionalmente tuvo lugar el actoilfcít6l Además de estasgarantfas de
legalidad prevIas a la aplicación de lapen~,seagrega también el principio de la

• •
-: ' :' ,,:,

.

-
.' , -

,:,.' ,', . , '
o".:

o" " •• , '.

, .:. -: .:' . ;,

21 Veil!ise notes del lng. Jorge de la GUlJi"dia;Director General del Instituto de
Recursos Hidráulicos y Electrificación, ANEXb4..••

. ' ::" " .:.

22 Caso Suárez Rosero, sentencia de12d~i"lOviembrede 1997, párr. 77.'.

-
" ",,'
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proporcionalidad, que exige que la sanción rmpl:ie~ta no sobrepase la respon~abílidad
• •

por el dat"lo causado. ..... .
I

I,

,.....

, o.'
·· ,"

••

í"

144. Resulta injustificable penar a quiéh no se le ha comprobado la comisión
de un hecho delictuoso O a quien en su accíonarhoha cometido delito alguno. En este
sentido, el artículo 19 del Código Penal panamé'ño i!tstablece: "No comete delito quien
obre en cumplimiento de un deber legal o eh erej~cieio legítimo de un derecho".

• •· ' ' :

-
,:: ' ,

145. Además de no haber sido nunc~prJbado el delito que se les imputó,
parece excesivo y poco proporcionadosÉm6;~~aroonla máxima pena laboral, la de
destitución, a los sindicalistas y trabajadores estat~es por organizar y participar en su
manifestación marcha de protesta laboral,cu.~md6 Ids primeros estaban cumpliendo con
su deber legal: defender las causas de susafUitldos; y, los segundos, ejerciendo un
legítimo derecho. .' .:

,; , " "

-

" ':~ :.>: .¡

146. Aún cuando la Comisión esc6ns~íente que la "Corte no es un tribunal
penal ante el cual se pueda discutir la responsabilid~d de un individuo por la comisión

" l' ,

de delitos'l23, vale la pena recalcar que no hubo ¡delito 2llguno que cometiesen los
trabajadores destituidos, pues el mismo nunca ~ued6 acreditado por las propias
autoridades del Estado panameño. En efecto,jsegtJn la ilustrada opinión del Jefe del
Ministerio Público de Panamá, entonces Procuhitddr General de la Nación, Licenciado
Rogelio Cruz Ríos, quien ratificando su didtal'ne"de inocencia dijo io siguiente en una
nota remitida a la Asamblea Legislativa24: ....¡ i

· .' ., .. - .
•

-

·\ ' , ' .

Sobre este asunto tan controvertido I~Prbcu~adurfaGeneral de la Nación,: , . ,

ha declarado públicamente que, delasiriVfJlstlgaclones penates realizadas
por este despacho no emergen evlclenci.d~ que grupos de trabajadores
estatales hayan participado, de manera algu':¡a, en el intento de golpe de
Estado perpetrado por un grupo d~ militare. al Gobierno del Presidente

, . .' . " '

Guillermo Endara Galimany en diciembredej1990.
. ., ' " '. ' ':'· ,". .~

• •••
.' .' .:.:. :¡:. ., ,¡ .

147. Confirma la violación del derecho. ~e los reclamantes, la Importante
opinión personal, coincidente con la del Fiscél aéneral, del Magistrado Supremo José
Manuel Faundes, quien ejercía en octut:lr~ de 'h~9~ las funciones de Vicepresidente
Encargado de la Presidencia de la CorteSüpten1ad~Justicia de Panamá, en cuya nota
oficial al Ministerio de Relaciones Exteir¡orl!!s:de~l!lnamá, se pronuncia sobre una

" :>., i· ., ,', ','-
, .,.'· ". ' :,: ;.'.. ' .:

.,: . , ..

-

-

-

-

0' "" .,
" , '•

23 Caso Suárez Rosero, sentencia dE! 12"d~"~oJiembre de 1997, párr. 37•
. :: :',:, :.\.:.'.:'" ;1" .

24 Nota No. DPG-2729-91 de 8 de rlbviém~t~ de 1991, remitida por el Procurador
General de la Nación de Panerná al Presiderltei~e I~ Comisión de Trabajo y Bienestar
Social de la Asamblea Legislativa (ANEXO 12M!

, "' "" :::.. ,:· .'.,' ~ ,· .' . ., '.,'
'. ... ,': :. " ::.

': . . :, ::', '. :\'
'.. • :; ,,', :1,

· '.' .'. . ' ., : ., ',.',: 'o.· .•
, . . " " '.: : -' ."· . , .. . - . i .',: :.-",' "

· : .' .",:1'

, " ',' ).::>. :\'
:: : :," ...

, .;. :.... ' ••", ,>

· ",,.: ::..... ~!',.
'. ..:::. :.:! .;.",:::' .1 •

. . '. " . '1'.
"",

,------------------------------'"- .. -_.'. ,-,' -.,. ---,,--~~- ..



_..- DAS IACHR 141015

·39·
000041

..
. .

solicitud de información de la Comisiónlnteramericana de Derechos
. .

entonces Canciller Gabriel Lewis Gallndo, en los siguientes términos:
Humanos al

-

-

-

Luego de haber realizado un eXamen general de los hechos· y
. . .

circunstancias que rodearon los acontecimientos de los días 4 y 5 de
diciembre de 1990, esta Casa de Leyes y Jurisprudencia considera que
aun cuando en su momento se manifestó que no cabían los argumentos
de hecho y de derecho sobre los cuales descansaban las pretensiones de
los servidores públicos destituídosyque se recogen en las resoluciones..

con anterioridad citadas, manifiesta de forma muy responsable que es
probablemente que no se hubieran analizado a fondo algunas opiniones
jurídicas importantes en su rango y jerarquía y que trataban de aclarar o
contribuir a dejar palmariamente establecido que entre el movimiento de

. ,.. .

"reivindicación social" llevado a cabo por la' Coordinadora de Sindicatos
de empresas Estatales y la fuglll de la prisión del Coronel Eduardo Herrera
Hassán, no existió ningún tipo de vinculación y por ende ningún tipo de
complicidad con ese hecho. ... .

-

.-

-

-

Ahora bien, esta Superioridad consciente de su responsabilidad. como
ente rector de la administración de justicia en Panamá, hace la salvedad
que la opinión transcrita en líneas ahteríores(-SE REFIERE AL DICTAMEN DEL
FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN-) si blen es cierto es categórica al señalar
que no existió vinculación alguna entre .Ia asonada golpista de Herrera

,,. .
Hassán con el movimiento obrero; la misma nunca fue examinada en
virtud que a la Corte Suprema de Justicia solamente le correspondió
opinar sobre la constitucionalidad ono de la referida Ley 25, asl como el

. .

estudio de las demandas que en materia dEi violaciones administrativas
fueron del conocimiento da JaSalaTercera; por lo que en esta
oportunidad que nos ha correspondido rendir el presente informe, .sí
creemos que, Independientemente Sobre si la ley externa priva sobre la
ley interna o viceversa, lo importante, es el fondo de lo puntualizado por
el señor Procurador en dicha nota; y. qu:e por tanto es de justicia
reconocer el contenido de la m;$rtla a fin de que los Organismos
Jnternacionales que deberán tratar este asunto tengan una visión diáfana
sobre los elementos de ley que rodearen aquellos acontecimientos.

-

•

•

Por lo tanto y al considerar esta Superioridad que sus actuaciones en
materia jurídica sobre los hechos i'ni:Jmorados en esta oportunidad son
definitivas e lrrecurnbtes, manifiesta con suñclencla que hoy, que el país
vive en plena democracia y enrumb~doa Iqgrar una verdadera Justicia
Superior, es deseable que se hagan aportes que signifiquen la
rectificación de acciones anterioresypor ende, el reconocJmiento de los
derechos vulnerados de aquellos qUé, como los servidores públicos de

'.' .
, ,,'

, " ". ,', ,
" .' ':',
.' ,. ,.
.. , ",. .

.
•
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Empreses Estatales, ampliamente re'feridos en el presente documento, se· .

han visto afectados por los propios instrumentos jurfdlcos que le han de
servir de protección y amparo a los mismos2lS •

• •
· ., . . .'

148. La autoridad legal y moral dé lo expuesto por tan connotades autoridades
públicas del propio Estado de Panamá, que además de serlo son también destacados
juristas y expertos en derecho panamei'kj, corrobora y confirma .que los empleados
destituidos del sector público de Panamá luerón víctimas inocentes de una sucesIón
de hechos Ilegales y arbitrarios por la falta· de garantías de legalidad y seguríded jurrdica
con que se condujeron internamente sus procesos.

-

-

149. En consecuencia, la Ley 25 al atribuir en su artículo 2al órgano ejecutivo
(Consejo de Gabinete~ la facultad para determinar las acciones contra lá democracia
y el orden constitucional a fin de aplicer la sanción administrativa de destituci6n,
"deslegalizó" el tipo de sencionatorio, atr,ibuyéndole a la autoridad gubernamental su
determinación y aplicaci6n con lo cual $$ \/1016 el derecho al principio de legalidad en
matarla sancionatoria, consagrado en el artículo 9 de la Convención Americana según
el cual "Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicabfe... ",

• •

Gabriel Lewls

.' , .• • •

, .

, ,,'

Esta Leyes de orderi'p~blh::oy tendré efecto retroactivo a
partir del 4 de diciembre de 1990.; •.•

! .: '

152. La ley tiene I(mites tempor~lespéra su aplicación. S610 esapllceble .. Ia
vigente en el momento de la comisión del hecho punible. En materia punitiva, la
sanción tiene una valide:!: temporal que 1')6 permite su aplicación antes .de entrar en
vigencia o después de haber dejado de ten!e~le. Es una garantía del debldcprcceso que
la ley penal o las leyes sancíonatorias en generátno pueden extender su validez en el
tiempo a capricho del legislador O del ju$Z.qué la aplica, sino que los límites de su

'. : . '· .• • •, ' . ' .,".
· '. . .. "

. . .' :..
'. "

25 Nota CSJ-SNG-354-94 de3 d~:octu()r:e de 1994 dirigida a
Galindo, Ministro de Relaciones Exteriore~~ANEXO6.

• ••. .. .' . "
: ' " .' ",. . . ., . - " '. '· '. . ,.',; : .'.
'. ,'.' .

. ~,.,:.:' .,' ..., .
, " .

.. ' '

150. Además de lo establecido por la C:onvenci6n Americana sobre Derechos
Humanos sobre la lrretroactivldad de la·. ¡ay, .•' también la Constitución de. Panamá
establece lo siguiente en su artfculo 31,. ál ocuparse de las Prerrogativas.Penales:
"Sólo serén penados los hechos declarados punibles por Ley anterior a su perpetración
y exactamente aplicable al acto imputado", .

151. Pese a esta norma sustantiVa, todos los trabajadores estatales fueron
destituidos porque se dio preferencia a u~.aleYP8rticuler y de menor rango, como la

• • •

Ley 25 en la que se establecra expresarnehte 16 siguiente:
· .: . . . ,, . ,

-

-

-

-

-

-

-

.' , .,' ,

• •..
.' " .

. '.,.... . .: .. .
,- :, '

, : ., :
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, : .' ,.. · .
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- vigencia son los límites de su aplicabilidad. En base a este principio de no
retroactividad y de no ultractividad, se establece un límite temporal que es garantía de
debido proceso.

-

-

-

-

-

-

. .
153. Las leyes que acarrean la aplicación de una sanción sólo pueden ser

aplicables a futuro en virtud del principiodeirretroactividad a que se refiere la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. No obstante ello, muchos de los
trabajadores despedidos lo fueron aún con anterioridad a la entrada en vigencia de la
Ley 25, lo que demuestra la arbitrariedad con que se procedió en el caso de los
peticionarios. A pesar de ello, la Ley 25 fue expresamente aplicada con efecto
retroactivo (artfculo 6) con base en' una norma de Derecho Interno contenida en el
artículo 43 de la Constitución, la cual establece:

las leyes no tienen efecto retroactivo,e'¿cepto las de orden público o de
interés social cuando en ellas así se exprese. En materia criminal-la Ley
favorable al reo tiene siempre preferencia y retroactividad,' aún cuando
hubiese sentencia ejecutoriada.

154. En consecuencia, violan el principio de legalidad y de lrretroectívldad
contemplado en la Convención Americana no séloIa ley en cuestión, sino también el
artículo 43 de la Constitución de ese país que establece que "Las leyes no tienen
efecto retrQactivQ., excepto las de r .•'., . .cuando en ellas así
se exprese" I en cuyo texto se basó el Estcidopara declarar retroactiva la Ley 25. 26

. .

- 155. Cuando una ley, cualquiera que sea su naturaleza,27 trae consigo la
aplicación de una sanción, la misma, en virtud dEi/ principio de lrretrcactívidad de la ley,
sólo puede aplicarse a futuro, pues Eil.eventual sancionado debe conocer con
anterioridad cuáles actos le están permitidos y.cciales le están prohibidos.y pueden ser
objeto de sanción. La Ley 25 viola el principio dcdi"retroactívidad de la ley,al establecer

· .'
·

27 El principio de lrretroactlvldad de la ley, .no debe interpretarse en.sentido
estricto. No debe entenderse por condena solamente aquella de origen penal; el
régimen de las penas sobrepasa el ámbito penal, y la aplicación de este principio se
extiende a otros ámbitos donde se apllquen sanciones. En todo caso, es necesario
menoiona que la interpretaoión de lOS trat~dosdebe ser flexible. En este sentido, la
Corte Interamericana de Derechos .'. Humanoli .ha dicho; "Los tratados deben
interpretarse de buena fe conforme al sentldeccrrlente que haya de atribuirse a los
términos del tratado en el contexto. dé ést6s, (teniendo en cuenta su objeto y fin
(artículo 31 de la Convención de Viena), OpiniÓn Consultiva OC-3/83 del Bde

.' .

setiembre de 1983, párr.49). . .... '.>
," .

-

-

-

26 Subrayado añadido. Ver ANEXO 7 .•
· ." ' .. '

•
•·

. ..
:." '

-
.' .'

. . .
. . .

, ., ..

," ":""
•

, , .:...
. " ,".. : . ,

· ",

· .. ' '"

-
'

.. , . '

' .,' .

'W ••...._------_._- ---------_.._.. -'.......- •.. ....... . . .... -'---,. .' " , '~'--'-~-" . , . ~._"._"--
--'~-"'""'.'-



, ,

,

,1

-

OAS IACHR

- 42 ~

@018

000044

efectos retroactivos para sancionar actos que se cometieron con anterioridad a la
promulgación de dicha ley, creando no sclouna nueva causal de despido, que es la
sanción más grave para un trabajador, sino violando además el principio de defensa,

- bajo la aplicación de un criterio arbitrario en el que solamente se requería de la
apreciación del máximo jerarca de cada institución para aplicar la destitución .

- j)
. .

La violación de la Convención en cuanto al derecho a la Protección
• •

Judicial (artfculo 251

-

-

-

-

-

-

-

-

-

156. Los 270 trabajadores a' cuyo nombre se presenta la demanda fueron
privados de su derecho a un recurso efectivo en relación con los derechos violados,
consagrados en el artículo 25 de la Convención que declara:

.'.

1. Toda persona tiene detecho aun. recurso sencillo y rápido o. a
cualquier otro recurso efectivo.ente los jueces o tribunales cornpetentea,

,', .
que la ampare contra actos que violen .. sus derechos fundamentales
reconocIdos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun
cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio
de sus funciones oficiales.

• •

. " .

2. Los Estados partes se' comprometen: a) a garantizar que la
autoridad competente previstáporel sistema legal del Estado decidír'
sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso. b) .a
desarrollar las posibilidades derecurso judicial; y, cl a garantizar el
cumplimíento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que
se haya estimado procedente el recurso.

157. El derecho a la protecciÓn Judicial señalado por la Corte "constituye uno
• •

de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de
Derecho en una sociedad democráticil en el sentido de la Convención"28. Dicho artfculo

• •

25 implica varias obligaciones a los' Estados Partes y entre ellas, 1). el deber de
establecer un recurso rápido y efecti'ílopara proteger los derechos humanos; y, 2) el

" ..

compromiso de garantizar el cumplimiento de'toda decisión en que se haya estimado
procedente el recurso. . . .

:. '

k) La violación a la Convención en' cuanto al derecho a contar con un
recurso rápido y efectivo (artfculó 25)

. .

·

158. El pronunciamiento fin~l.de la Corte Suprema sobre el reclamo de los
trabajadores por la desatención del derecho de petición llegó demasiado tarde, el 23

· .

• ... '

28 Caso Castillo Páez, sentenciadei~del"l6Viembre de 1997, párr. 82.
..·

," .'.
,", ,

":. ' ' .

,.' ,
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de mayo de 1991, cuando habían trascurrid-o tn6s de seis meses de los despidos y
éstos se hallaban en la calle, sin trebejo, sin salario y desposeídos de todos sus
derechos. En cuanto al reclamo de lneenstltuclónalldad de los peticionarios sobre la
ineficacia que había tenido el ejercicio de su' derecho de petición, la Corte Suprema
declaró:

-

-

-

-

Si los aludidos empleados plJblieos presentaron una petición formal a
• •

alguna autoridad pública, ésta ha debido contestarles dentro del término
establecido por la Constitución•.Si no lo hizo, dicha autoridad sería, en
todo caso, objeto de una sanción previste por la ley. Pero la referida

• •

omisión por parte de la respectiva autoridad no es, ni puede ser, causal
de lnccnetltucicnahded de la ley 25 de 1990.

• •

· ":: .
159. La inefectividad y denegación d~1 derecho de petición, que obviamente

admite la Corte al referirse a la falta de aten'ti6n y respuesta que recibió de las
autoridades públicas, confirma la denuncia de éstos ante la Comisión JnteraiTlericana
de Derechos Humanos por el desamparo en qlle quedaron frente a los actos que
violaban sus derechos fundamentales.

•

-

-

160. la Corte Interamericana dé Dere¿hos Humanos ha establecido sobre este
asunto:

· ,. . . .

Según (la Convención) los Estados: partes se obligan a suministrar
recursos judiciales efectivos alas víctil"as de violación de los derechos
humanos (artículo 25), recursos que deben ser substanciados de
conformidad con las reglas del debido 'proceso legal (artículo 8.1), todo
ello dentro de la obligación gen~ral a cargo de los misrne Estados, de.. .'

garantizar el libre y pleno ejercicio dedos derechos reconocidos parla
Convención el toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo
1).28 '. .

•

··
•
..

161. Al recurrir los trabajadores desp~didos a los tribunales paname~os. sus
demandas fueron desechadas por argumentos~fútilesque transformaron en ineficaz el
recurso intentado. . .•..

·_.

-

• •
• ·

•
·.' ..

•

-

• ·..
·'.

~Urriaíios.
"

·

.

Caso Velésquez Rodríguez,

•

- · ,','
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162. Así el propio Presidente de la Corte Suprema panameña, refiriéndose a la
sentencia pronunciada por dicho trIbunal en elrecurso de lnconstttuclcnañdad intentado
indícó que:

~

,

-

,.,

es probable que no se hubieran analizado a fondo algunas opiniones
jurídicas importantes en su rango y jerarquía y que trataban de aclarar o

,

contribuir a dejar palrnariamenteestablecldo que entre el movimiento de
"reivindicación social" llevado acabepor.la Coordinadora de Sindicatos
de Empresas Estatales y la fuga de la prisión del Coronel Eduardo Herrera
Hassán, no existió ningún tlpo de vínclilací6n y por ende ningún tipo de
complicidad con ese hecho."?

-

-

-

-i

-
i

-

163. Obviamente un recurso en el que no se tienen en cuenta opiniones
jurídicas importantes en su rango y jerarquía, deja de ser efectivo y se transforma en
ilusorio constituyendo una violacíóndel artículo 26 de la Convención Americana.

164. Los trabajadores despedldos,resueha la contienda constitucional,
ocurrieron ante la Sala Tercera ContencicsoAdrnínletretivo de la. Corte Suprema de
Justicia con el objeto de ejercer un remedio jUdicial que los amparara contra alegados
actos violatorios de sus derechos individuales, esto es, la ilegrtima remoción en su

, '

posición de trabajadores estatales. y que les proveyera una reparación adecuada. La
Comisión no niega que los trabajadores tuviesen libre acceso a dicho recurso. Sin
embargo, entiende que el derecho El la tutela judiCiél efectiva previsto en el artículo 25
no se agota con el libre acceso y desarrollo del recurso judicial. Los rechazos en las
siete demandas contencioso administratívasínténtadas dejaron desamparados a los
trebajadorss'". La Comisión considera que dichas resoluciones de la judicatura
produjeron como efecto que los 270· trabajadores se vieran imposibilitados de contar
con un recurso judicial efectivo que los amparara contra alegados actos violatoriosde
sus derechos, según estaba reconocido por laiConvención Americana, la Constitución

• •

de Panamá y las leyes vigentes en la époce .de su remoción, y a Una eventual
reparación adecuada.

• •

-
· . "

, ::.
, ': '-

•

30 Resalto nuestro. Nota del Magistrado Supremo José Manuel Faundes(ANEXO
6).

, -, :: :
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"". '

,

31 Siete (7) sentencias de la Sala TerC81'8 delo Contencioso Administrativo, 1.
Sentencia del 18 de diciembre de 1992: 2.S&lltencia del 21 de junio de 1993; 3.
Sentencia del 20 de junio de 1993 (Entrada Np. 172-91); 4. Sentencia del 30 de junio
de 1993 (Entrada No. 178-91); 5. Sentenc¡~ del 30 de junio de 1993 (Entrada No.
279-91); 6. Sentencia del 23 de julio de 199j'(Entrada No. 278-91); 7. Sentencia del
30 de julio de 1993 (Entrada No. 304~91).< •..'
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166. El recurso judicial contencioso-administrativo fue abiertamente ineficaz,

pues al no reconocer la existencia de la violación de 105 derechos convencionales,
constitucionales y legales, no fue apto para amparer a los trabajadores en su derecho
afectado ni para proveerles una reparación, adecuada. El Tribunal Contencioso-

, , ,

Administrativo fue ineficaz en amparar a los trabajadores de las violaciones a sus
derechos reconocidos convencionalmente. En efecto, en cada una de las demandas
se invocó específicamente la Convención Americana y la Sala Tercera
sistemáticamente rechazó tal argumento3 2.La Corte Interamericana ha establecido
que:

El artículo 25(1} incorpora el. principici, reconocido en el derecho
internacional de los derechos. humanos, de la efectividad de los
instrumentos o medios procesales destihados a garantizar tales derechos.
Como ya la Corte ha señalado, según I~Convención " ...Ios Estados Parte
se obligan a suministrar recursos judic:ial~s efectivos a las víctimas de
violación de los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser
sustanciados de conformidad ton las reglas del debido proceso legal
(artículo 8. (1), todo ello dentro de la obligación general a cargo .de los
mismos Estados, de garantizare.' libre y pleno ejercicio de los derechos
reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su

. "',

jurisdicción... ", Según este prlncipio, la inexistencia de un recurso
, , ,"

efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la
Convención constituye una tr8nsgresi6n de la misma por el Estado Parte
en el cual semejante situación tenga Jugar. En ese sentIdo debe
subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté
previsto por la Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible,
sino que se requiere que sea realmenté idóneo para establecer si se ha
incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario
para remediarla. No pueden considerarse $fectivos aquellos recursos que,
por las condiciones generalel> del país o incluso por las circunstancias
particulares de un caso dado, resultenIlusorlos. 33

",." '"

-

166. De este modo, los 270 trabajadOrei no solamente se vieron privados de
su derecho a contar con un recurso efectivo clJando la Corte Suprema rec:hazósu
demanda de inconstitucionalidad sin. considerar todos los argumentos jurídicos
necesarios, sino también cuando las siete demandas contencioso administrativas. "

impetradas fueron rechazadas por la Sala Terbera.
.: ' .
,

,

- 32 Ver ANEXO 15, página 20 • 22.:

,
: ..
,

, ,"

,

-

.." ' ,

33 Opinión Consultiva del 6 de octubre de1 ea7, Garantías Judiciales enEstados
de Emergencia, OC-9/S7 párrafo 24. .•.•.
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167. Además de la felte de sancióna)as autoridedes qu~ denegaron o no
respondieron al reclamo de los peticionarios ydela no aplicación de correctivos a esta
omisión para que no quedase consolidadoer; desamparo, también' constituye. un
incumplimiento del compromiso que la Repúbiicá de Panamá asumió, de conformidad
eon el acápite a) inciso 2, párrafo 2, del artrcuio 25 de la Convención Americana .sobre
Derechos Humanos, la inobservancia del pre~e~to que obliga al Estado a gIIrantizar
que le autorldlld competente prevista por el slst'.ma legal del Estado decida 80bte los
derechos de toda persona que Interponga tal.¡'e~urso.

" , ..· '., '"

" ':

168. También el Estado de Panamá, pOr ómisión de la Corte Suprema, Incumple
el inciso cl del párrafo 2, del mismo artrculo 2e~e la Convenci6n Americana, cuando
declara fundado parcialmente el recurso de ¡ricÓnstitucionaJidad de los peticionarios,
en la parte que establece que el Consejo de Gabi6ete no tenra facultad para determinar
su destitución pero, simultáneamente, se declara;-incapaz de hacerla cumplir arguyendo
que las sentencias que declaran la jnconstltut::ionalidad una ley no tienen efecto
retroactivo. En esta sentencia la Corte Suprerrla de Panamá estableci6 en .su parte

" "

dispositiva lo siguiente:: •••......

-

-

'.':

Por todo lo expuesto, la Corte Supremá; ~LENO, administrando Justicia,
yen nombre de la República y por autc#id~d de la ley, DECLARA que es
inconstitucional el parágrafo del artrculo2de la ley 25 de 1990 y que NO
HAN SIDO VIOLADOS POR LA LEY 25 de 1990 los artículos 2, 4, 17,
19,22,31,32,33,37,38,39, 41, 43~50, 54, 68, 70, 73, 74, 75,
153,157,195,203, y 295 de la Constitución Nacional, hi ninguna a.. ,.,

otra disposición deella.) .
•" ' ,,', ,',

," ':'
,.', ',',

, " ' ." .
, ','

169. Es indudable que a las sentencias de inconatitucicnalidad de nerrnasen
Panamá la Corte Suprema les da únicamenté efectos prospectivos, con base en lo
dispuesto en el artículo 2564 del Código Judici~li el cual dispone que las decisiones
de la Corte en matería de inconstituclonalidéldh,o tienen efecto retroactivo". No
obstante debe destacarse el desarrollo jurispfud~ncial que ha habido en esta materia

, ' ,,'
en el derecho comparativo, incluyendo laaottrina de la propia Corte Suprema
panameña contenida en su fallo de fecha 3 de~gósto de 1990, en relación al necesario

" '", .
efecto retroactivo de las sentencias de jncons~itlJcionaiidad de actos jurisdiccionales,
pues de la contrario, "traería como cÓn~ecuencja que la declaratoria de
Inconstltucionalldad sea totalmente intras¿endente, inocua". La norma de la
Convención que en este caso se infringe establege lo síguiente: los Estados Partes se

::.<.' :;'-;,'
', ",:
,

, , ' ',: \
" " ::';
" ::': :
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" . ': '., "',
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comprometen: "e) a garantizar el cumplimiento por laa autoridades competentes de
toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso".

170. Sobre el particular, la Comisión observa que el estándar en el control
constitucional en los sistemas europeos e incluso en varios países americanos (ej.
Costa Rica, Estados Unidos, Venezuela y otros) es el permitir los efectos~ o
ex-tyne, es decir retroactivos, de la sentencie que declara la inccnstltuclonallded de las
leyes y demás actos estatales, a fin de permitir el efectivo restablecimiento de las
situaciones jurídicas y la justicia en el caso concreta."

171. En efecto, como hemos indicado previamente, la Corte Suprema declaró
inconstitucional en parte la Ley 25, pero sin invalidar los actos que se dictaron al
amparo de la parte de la Ley 25 declarada inconstitucional. Con esta situación, los
trabajadores no lograron que las autoridades competentes cumplan con fa decisión del
máximo tribunal del país al que recurrieron los trabajadores en virtud del artículo 26 de
la Convención Americana.

172. El incumplimiento de los incisos a) y el del parágrafo 2 del artículo 25 de
la Convención Americana, hace incurrír al Estado panameño en violación de los
derechos y garantías en materia de protección judicial contemplados en el artlculo 25
de la Convención Americana.

1) La violación de la Convención en cuanto al Derecho a la lIbenad de
Asociación (anrculo 1EU

173. El artículo 16 de la Convención Amerlcana contempla este derecho, que
establece:

. . . .
1. Todas las personas tienen derecho a ascclarse libremente con fines
ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales,
culturales, deportivos o de cualquiera otra (ndole. 2. El ejercicio de tal
derecho s610 puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley
que sean necesarias en una. sociedad democrática, en interés de la

. .
seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger
la salud o la moral públicas o Jos derechos y libertades de 10$ demás. 3.
Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones

" ,

'. - ,"

34 Sobre el particular ver entre otros, en eLlibro"La Jurisdicción Constitucional en
Iberoarnérica" Madrid 1997, el artfculo de Alláll R. Brewer Carfas, "El Sistema
Panameño de Control Concentrado de la ConstitÚcionalidad en el Derecho Comparado,
publicado en "El Nuevo Derecho Coristitucional Latinoamericano", Volumen 11,
Caracas, Venezuela, 1996, página 962 y siguientes.
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legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de ascciecíón, el los
miembros de las fuerzas armadas y de la policía.

174. En cuanto a si la Ley 25 afectóono el derecho de asociación de los
trabajadores destituidos, la sentencia de la Corte Suprema de mayo de 1991 sostiene:

-

-

Como quiera que en la cuestionada ley nchav ninguna disposición que
prohíba o coarte el derecho de asociación, la. Corte concluye que la ley 26
de 1990 no infringe el artículo 39 que perrnlte "formar compañías,
asociación y fundaciones que no sean contrarias a la moral y al orden
legal. .. " .

-

-

175. El texto de la Ley 25 no prohibe o coarta expresamente el derecho de
asociación, pero en el caso del ejercicio de estederecho por parte de los trabajadores

•

del Estado, lo penaliza de manera expresa. La Ley al ordenar la destitución de todos
los empleados públicos asociados gremialmente osindicalizados, especificó;

-

..

ocupen o no cargos en las juntas xñrectlves de las organizaciones
sindicales y de las asociaciones de servidores públicos, sus delegados y
representantes sindicales o sectoriales, directores de las asociaciones de
servidores públicos, con independencia de la existencia o no de fuero
sindical; o que estén o no regidos por leyes especiales.

-

-

-

-

-

-

176. La Corte Suprema no podía ignorar que las autoridades gubernamentales
de Panamá al aplicar la Ley 25 penalizaron a ladirigencia sindical que lideraba el
movimiento laboral de los empleados estatales, precisamente porque estaban
asociados a esta organización. Tampoco, que esa misma Ley los privó de todos los
derechos de que disfrutaban anteriormente y hasta el momento de su promulgación;
y que, por su asociación sindical, los sindicó como autores de acciones contra la

, ,-'

democracia y el orden constitucional. La Ley 25,al referirse a dichos sindicatos de
trabajadores estatales, lo hizo de modo específico y concreto señalando en su artículo
4 0

: "Para los efectos de la aplicación de esta Ley", ella se refiere al "caso de los
sindicatos de trabajadores del sector pübllco"..

•

177. Además de la violación al derechb.de asociación de los trabajadores
gubernamentales. también los locales de tales asociaciones de trabajadores del Estado
fueron tomados por la fuerza pública, sus asccíadce fueron expulsados, perseguidos
o detenidos y sus instalaciones objeto de saqueo, Ilegándose inclusive a intervenirse
los fondos y cuentas corrlentes producto de sus modestas contribuciones gremiale5...

.. ,'

. ',' ,,',

178. El Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo
coincidentemente indicó que por efectos de Jacüestloneda Ley 25 se afectó la libertad
y derecho de asociación sindical. (Ver ANEX022r~

" '.
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179. La Ley 25 y su aplicaCión afectaron eLejercicio de la libertad de asociación
laboral y sindical de los peticionarios y las normas que garantizan el ejercicio de este
derecho contempladas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La
Comisión vuelve a reiterar que no sostiene qué la Ley 25 haya prohibido el ejercicio de
la Ilbertec de asociación, sino que alega queIa rnlsrna impuso sanciones a quiénes
hicieron ejercicio legrtimo de la misma y esto constituye una violación de la Convención
Americana. Jamás el ejercicio de derechos protegidos en la Convención puede justificar
ataques, represalias o sanciones a quienes lo han hecho. Es por ello, que al haber
actuado el Estado panameño en la.forma indic:ad~, violó el derecho de asociación de
los trabajadores despedidos consagrado· en el artfculo 16 de la Convención.

-
m)

•

La violación de la Convencion en cuanto al Derecho de Reunión Iartlcute
15) ..

-
180. El derecho de reunión se ·encueritrac:onsagrado en el artículo 15 de la. ..

Convención Americana, según el cual:

-

-

..

Se reconoce el derecho de reunión paeíficay sin armas. El ejercicio de
tal derecho sólo puede estar sujeto a lasrestl'iccíones previstas por la ley,
que sean necesarias en una sociedad. democrática, en interés de la
seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger
la salud o la moral públicas o los derechos () libertades de los demás.

. ..

181. Por su parte el derecho .•... a •reunitse libremente también se halla
contemplado por el artículo 38 de la CcnatltuclónPolfttca de Panamá, que establece.

lo siguiente: . .. ...
•. .

- Los habitantes de la Rep~blica tienen el derecho de reunirse
pacfficamente y sin armas para fines ·./ícitos. Las manifestaciones o
reuniones al aire libre no están sujetas a •.'permiso y sólo se requiere para
efectuarlas aviso previo a. la autoridad administrativa local con
anticipación de 24 horas. . ..

La autoridad puede tomar m.edidés depolic:ía para prevenir o reprimir
abusos en el ejercicio de este.derecho,clJando la forma en que se ejerza
cause o pueda causar perturbaci6h del tránsito, alteración del orden
público O violación de derechos detercel'os.

. : .
. .

182. La sentencia de la Corte Suprema que, se pronunció sobre la demanda de
lnconstituclcnalldad de los peticionarios, al considerar lo que dice la Ley 25 respecto
de este derecho señala: . . .. ..'

,: ',o

.- . . ..
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Es cierto que algunos de los .actosde ciertos empleados públicos, durante
los críticos días de su pugna con el gobierno, consistieron en marchas.
Pero ni éstas ni las demás. manifestaciones del derecho de reunión
aparecen prohibidas por la referida Ley 25. Ésta se limitó a autorizar la
aplicación de sanción disciplinaria dedestitGción de empleados públicos
por acciones que los Órganos, Legislativo y Ejecutivo consideraron
atentatorias contra la estebllldad y la existencia del mismo Gobierno.

-

.-

183. La Corte Suprema dijo en au isentencla que la Ley 25 no prohibió el
derecho de reunión de los trabajadores y que su destitución estuvo justificada. Sin
embargo, los trabajadores del Estado al reunirse oacrñcamerree en una manifestación
al aire libre, no realizaron ningún acto ilegal o prohibido por la ley. Por el contrario, la
ley vigente autorizaba esta clase de' manifestaciones públicas y establecía que, para
reunirse pacíficamente y al aire libre, ni siquiera se requería pedír permiso sino,
solamente, dar aviso a las autoridacles con anticipación de 24 horas, Los trabajadores
estatales cumplieron con este requisito y con más de un mes de anticipación dieron
aviso de su intención de ejercer este derecho; No obstante ello dichos trabajadores
(270 en total) fueron despedidos por el solo hecho de ejercer su derecho de reunión.
Su destitución por participar en una manifestación autorizada por la ley y por la
Constitución, violó las normas de laCcnvencién Americana sobre Derechos Humanos.

, ,

" . ,

-
. , , ,

184. Por lo tanto, la Ley 25y la sentencia de la Corte Suprema que convalidó
los actos que se realizaron en cumplimiento de la misma, violaron el derecho de
reunión de los petIcionarios conternpledo en el artículo 15 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos. Se vuelve a insistir, si bien la Ley 25 no prohibió las
reuniones, al sancionar a trabajadores que hicieron ejercicio de dicho derecho, se les
violó el mismo. .

n) La violación de la Convención .ncuanto al Compromiso de 10$ Estados
de respetar y garantizar los derechos reconocidos en la Convención
(artfoulo 1. 1 )

o" , .'

-
185. Este compromiso se halla contEm'l~18dOen el artfculo 1.1 de la Convención

que establece: ..
, . .
· . ,

." "

.-

-

1. Los Estados partas en esta Conv&nciónse comprometen a respetar
los derechos y libertades recenocldoeen ella y a garantizar su libre y
pleno ejercicio a toda person~ que esté sojeta a su jurisdicción, sin
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión,
opiniones polfticas o de cualquier otra Ji'ldole, origen nacional ° social,
posición económica, nacimieNto o cualquier citra condición social.

" '. ",

-
',' .

. ' "

. '· '
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- 186, A este mismo respecto, la Constitucíón Política de Panamá declara en su
artículo 4°:

- La República de Panamá acata las normas del Derecho Internacional.

.-
187. Pese a lo establecido en la citada norma de la Convención Americana

" ,

sobre Derechos Humanos y a lo que la Constitución de Panamá estatuye sobre su
compromiso de honrar lo establecido, por (os tratados internacionales, en el caso de los
trabajadores del Estado destítuídospor mandato de la Ley 25 de 14 de diciembre de
1990, se observa que la República de Panamá 110 cumplió con su compromiso de
respetar, hacer respetar y garantizar los derechceireconccrees en la Convención.

, , '

-

188. Además del incumplimiénfo de las garantías judiciales consideradas en las
secciones precedentes, hay también incumplimiento por parte de las autoridades
jurisdiccionales panameñas del compromiso asumido por el Estado de Panamá a la
norma 1.1. de la Convención Americana, al declarar en la sentencia del caso de los
trabajadores destituidos reclamantes que no puede aplicarse la norma convencional
interamericana porque carece de jerarquía ccnstltuclonel. Finalmente viola Panamá el
artículo 1.1 al no haber reparado a 10$ 270 trabajadores fas consecuencias producidas
por su arbitrario despido.

, . :

- ñ) la violación de la Converici6nen cueinto al comprDmiso del Estado de
adecuar su legislación a las normas d. la Convención (artículo 2)

. .,
,

.- 189. La Comisión observa que hay tambiéh otra norma a la que no se viene
dando cumplimiento y cuya inobservancia podría explicar verles de los problemas que
se consideran en el presente caso:laobligac:ión que tiene el Estado panameño de
adecuar su legislación interna a las normas de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos.

- En efecto. el artículo pertinente de la Convel1ción dice así:. ",

,

Artículo 2. Sobre el Deber de Adoptar DisPClsiciones de Derechos Interno.

-

-

-

. ' : "

Si el ejercicio de Jos derechos ~ libertades mencionados en el artículo 1°
no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro
carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus
procedimientos constitucionales y .a la. disposiciones de esta
Convención, las medidas fegislativaso de' otro carácter que fueren
necesarias para hacer efectivos t~les derechos y libertades.

190. En el caso de 105 trabajoldore$ estatales destituidos por la Ley 25,
sometido él la consideracl6n de la Comisión, se obsel"va que por la falta de adecuación

,',' .'

-
. ,

'.' ,

,
',',
.:','
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de tales normas internas, es el propio órgano judiCial el que cuestiona la aplicación de
las normas de la Convención Americana al reclamo de los peticionarios.

';: '

• "o

191. En efecto, cuando 10$peticionarlos~eclamllnpor el incumplimiento por
parte de las autoridades del Poder Ejecutivo de lal; garantías y derechos mínimos al
debido proceso que les asiste, la Corte Supremaen su sentencia de 23 de mayo de

• •
1991 les responde: •.•.

. ;,:

.... afirman los demandantes que el artíc:uI04° de la Constitución ha sido
violado al infringir los artículos 2, 3 V 6' de la ley 25 de 1990, la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Ley 15 de 19771 Y el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y pbrrticos (Ley 14 de 1976) .

.
'.',

En lo que atañe a la Convención American~ sobre Derechos Humanos
indican que la ley 25 de 1990 viola lailibertad de pensamiento V
expresión; el derecho de reunión; el derech6 de asociación; así como el
derecho de circulación y residándia. En cuanto el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, los demandarites consideran violadas las
cláusulas más o menos simí1~res a las sé~aladas en la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, Se trata en resumen de derechos

.~. ','

Individuales consagrados en 10$ artículos de láconatítuctón nacional V que
precisamente han sido también invocados por los demandantes al
considerarlos infringidos. E:ntte dichos ¡hvocados artículos (de la
Constitución de Panamá) estáhel 37, 38, 39,41 Y el 43. Por tanto, al
ver dichos artículos se examinarán sus supuClIstas infracciones. Y no se
hace un examen con respecte: a las cléusuíes de los referidos pactos
internacionales: primero, por qOé son un trasrápo de los correspondientes
preceptos de la Constitución nácional; y,segundo, porque dichos pactos
formalmente sólo tienen valOr de ley; carecen, pues, de jerarquía

·
constitucional. •.. ....

o •• '

,', -...•.. ",.", ..

192. Esta opinión no es compartida por~1 Jefe del Ministerio Público de
Panamá, Licenciado Rogelio Cruz Ríos; quien opin6~

.. ' ,

En atención a lo que dispone ~I ~rtícuro4 d~ la Constitución Nacíonal,
que a tenor literal dice: La Re~lJblica dePan~má acatará las normas de
Derecho Internacional, soy de la opinión y ásf lo he expresado ante II!J
Comisión de Derechos Humands de las Naciohes Unidas, que las normas
de Derecho Internacional..... se encuentran ami criterio por encima de
la Constitución Nacionl!Jl. .... . .'- ," , ..

< ..

," , .
, .: '

-
193. Es preocupante y merec~espec;al consl~eración de la Corte la calificaci6n

que la Corte Suprema de Panamá tien.,para Icetratadce internacionales de derechos
:::' ," . ,::,'::

-

':' ,

:.:' .
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.:. .'
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humanos, de mero "traslapo" de la Constitución panameña, no tanto por lo inadecuado
y hasta peyorativo del término, sino por el niv~1 de segunda categorí¡:l en que los coloca
y que puede explicar la poca importancia que se les concedió dentro de la jurisdicción
interna de Panamá, por parte de los6rganos del Estado de dicho país, en el tratamiento
del caso de los trabajadores destituidos por la Ley 25.

, '. .

194. En el caso concreto de la citada sentencia, el trato que la Corte Suprema
otorga a la Convención Americana sobre Derechos Humanos no s610 desconoce la
obligatoriedad de su observancia, sirio que también incumple con la tarea que le está
confiada, como máximo órgano jurisdiccional de un Estado Pl!lrte, de ser el primero en
cumplir y hacer cumplir las normas de dicha Convención y de adecuar sus decisiones

,. .'

judiciales, no sólo a las normas de su derecho interno, sino también a las de la
Convención, en salvaguarda de los derechos humanos, cuya protección y defensa le
está confiada por su ConstitucíónPblíticá V dé las obligaciones internacionales
asumidas por Panamá, contenidas en los ertículcst y 2 de la misma Convención.

• •
,. .,

195. El incumplimiento de asta norma de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos en diciembre del año 1990, ocurre después de más de 12 años de
entrar ésta en vigencia para la RepL'Jblicade Pl!Inamá, el cual la ratificó y se
comprometió a darle cumplimiento en Junio de 1978.

• •

· ' . ,

196. En su decisión relativaa/a responsabilidad internacional del Estado por
expedición y aplicación de leyes violatorías de losartrculcs 1 y 2 de la Convención
Americana, la Corte declaró que: "Como consecuencia de esta calificación, podrá la
Comisíón recomendar al Estado la dero~ación o reforma de la norma violatoria y para
ello es suficiente que tal norma ihaya •. ' llegado por cualquier medio a su
conocimiento.."35. .' '.

., , .
· .'"

o)

197. En la consideración del pl"esentEicaso la Comisión observa que se han
violado no una sino varias normas de la Converlci6n Americana sobre Derechos
Humanos. La violación de las obligaciones. Internacionales contempladas en la

·. .

Convención Americana sobre Derechos Humanos por parte de un Estado genera para
éste una responsabilidad internacional: la obligación de reparar.

· ," "
'., "

.-
•

· .
• •

',' :.
, . ,.'

. :'

•

-

-

35 Corte Interamericana de DetElchós Humanos, Responsabilidad internacional
por expedición y aplicación de leyesViolatorlas de la Convención (artículos 1 y 2 de
la Convención Americana sobre Derecho$Hulrianos), Opini6n Consultiva OC-14 de 9
de diciembre de 1994, párr. 39. .: •.•. ..' .
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198. Precedentes sobre la obligacióri de cumplir con esta obligación aún en el
caso de que en los convenios no se. establezca de modo expreso, se hallan
contemplados en la doctrina y jurisprudencia del derecho internacional. No por antiguo
deja de tener vigencia y aplícabilidadel siguiente precedente sobre la responsabilidad
internacional de los Estados por incumplimiento de sus obligaciones:

.-

Es un principio de derecho internaclonal, que la violación de un
compromiso lleva consigo la obligación de reparar la falta así cometida.
La reparación, es pues, complemento indispensable para la debida
aplicación de un convenía, sinqueaee.preclso que así se haya estipulado
en el misrno.:" '. .

-
. .

199. Como consecuencia de la responsabilidad internacional derivada de actos
u omisiones que infligen la obligacion internacional de cumplir y hacer cumplir las
normas contempladas en la Convéncí6n Americana, el Estado está obligado a
indemnizar a las víctimas de esta violación a sus compromisos internacionales y a. . .
reparar los daños y perjuicios que les han sido ocasionados.

- 200. La Corte se ha pronunciado en forma específica sobre la cuestión de la
responsabilidad internacional de los Estados v su obligaci6n de indemnizar y reparar las
consecuencias de los hechos violatorios a las normas Internacionales sobre derechos
humanos, de la siguiente manera: .'

La reparación del daño ocasionadppor la infracción de una obligación
internacional consiste en la plenerestltucién (restltutio in integruml, lo
que incluye el restablecimiento de 1.21 situación anterior y la reparación de

·. :

las consecuencias que la infracción' produjo y el pago de una
indemnizaci6n como compensación par los daños patrimoniales y extra
patrimoniales incluyendo el daño moral.3'

-

201. Es indudable, asimismo'que la doctrina del derecho Inrernacíonel le da
·.' .

mucha importancia a la cuestIón de la reparación cuando un Estado es responsable
internacionalmente por la infracción deunobligación emanada de un Tratado. Así José
Pastor Riodruejo, al referirse al tema 16 haceen estos términos: "La función esencial
y más importante de la responsabilidad lnternaclonel es la reparatoria ...Lo que persigue

· . .
'. . '

.' , . ,

.- '.' '

,', :

-

. .',

36 Jurisprudencia de la Corte Per""ani:lntede Justicia Internacional. Sentencia de
26 de julio de 1927, caso germano-pblaco de Chorzow.

Sentencia de 21 de julio de 1989so/:Jre indemnización compensatoria, Caso

-
37

Godínez Cruz, parágrafo 24.
.'

. .
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la institución es la reparación de los daMs. dausados por un E$tado en violación del
Derecho Internacional".as . .

: :

.- 202. Un funcionario estatal como ies el Director de la Asesoría Legal del
Instituto de Acueductos y Alcantarl!lado$. Nacionales se pronunció al respecto
señalando que U a dichos funcionarios [ref¡r;é~dosea los trabajadores despedidos} es
justo reconocerles la continuación laboralsoJiCitada durante el tiempo trabajado desde
su ingreso hasta su separación, y éstesl.Jrharle los al'ios transcurridos desde su
reingreso hasta que termine su relación laboral con la Institutición"39

.

: ;

.-

203. En consideración a lo expuesto¡la Corte debe disponer que el Estado se
halla obligada a Indemnizar a todas aquellas personas comprendidas en la situación
contemplada por el parágrafo 13 de la presente demanda.. .

p) La mal Invocada cuestl6ndeorden público
.:' .

-

-

204. El orden póblico justifica la adopción de las medidas necesarias por parte
de un Gobierno a fin de garantizar la .convlvencia pacífica y armónica de una
comunidad, así como la vida e integridadffsic6 y moral y los bienes de las personas.
La propia Corte ha sostenido que el orden 'publico puede ser entendido como "las
condiciones que aseguran el funcionamiento $rmónico y normal de las instituciones
sobre la base de un sistema coherente de valbres Vprincipios". Agregando que "En tal
sentido podrran justificarse restricclonesai ej~rciéio de ciertos derechos y libertades
para asegurar el orden pÚblico"40, Sin embarg'o; dichas medidas de orden pl.'íblico debe
ser preporclcnadas y razonables dentro delm~,;co de una sociedad democrática, pues
de lo contrario, el dal'ío producido las haría i1eg(timás e Injustificadas. Por ello el orden
público no puede verse como un fin en $1: mismo, sino como una condición o
instrumento para garantizar la convivencia pacífica y segura de los seres humenes.
Como dijo acertadamente la Corte "de nilig¿na manera podrían invocarse el "orden

.- : ,· .
• •

':. '· ., .

, . .;;,

40 La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 Y 29 Convención Americana
Sobre Derechos Humanos). OpiniónConsliltlv~OC-G/SS del 13 de noviembre de
1985, Corte I.D.H. (Ser. Al No. 5 (1986),j)árr~ 64.

· .

'""
· .· .
• •.: ". , ': - ; .

38 José A. Pastor Riodruejo, Curso de Oeretho fnternacional Pl.'íblico, Ed. Tecnos,
Madrid 1986, página 483. . .... ¡.. .

39 Memorando N° 554-AI de 21 de novierrtbrede 1996, firmado por Dr. Orlando
· .

Barsallo, ANEXO 2. . ,
· . .
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público" o el "bien común" como medios para suprimir un derecho garantizado por la
Convención o para desnaturaílzarto o privarlo de contenido real ..41

•

205. La Comisión no ignora que la situaciÓn de orden público que invoca la Ley
25 no se identifica Can la declaratoria del estado de emergencia, de peligro público o
de guerra a los que se refiere la ConvenciÓn Americana sobre Derechos Humanos en
su artículo 27, en el que se contemplan situaciones de carácter excepcional que ponen
en peligro la existencia de una nación. y '. que son típicas de casos de grave
conflagración. Sin embargo, la facultad de los Estados para declarar en estos estados
de excepción la suspensión de las garantías constitucionales tiene sus límites. Estos
límites son, entre otros, el que los EstadoS no puede suspender las garantías judiciales
indispensables para la protección de los derechos humanos contemplados en la propia
Convención Americana sobre Derechos HUmanos,

, .
. .

207, Como lo ha establecido la corté lnteramericana de Derechos Humanos,
inclusive este precepto, concebido s610 párasituaciones excepcionales:

" , ' ., .'

Se aplica únicamente en caso de guerra, de peligro público o de otra
emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado· Parte,
Aún entonces, autoriza solamente la suspensión de ciertos derechos y

, .'. '

libertades y ello "en la medida y porelti'empo estrictamente limitados a
las exigencias de la situación"; Las disposiciones que se adopten,
además, no deben violar otresoblig8ciones internacionales del Estado
Parte.. (19) .•

. ';. :.
,. . , ',;.' ;.

Resulta claro que ningún derecho rectuibriído por la Convención puede ser
suspendido a menos que se .: cUmpla icon las condiciones estrictas
señaladas en el artfculo 27.1 . Adernás,:auh cuando estas condiciones
sean satisfechas, el artículo 27 .2·.·. dispone que cierta categorfa de

" .'

-
, ;

41 Idem, párr, 69.
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derechos no se puede suspel"ldéreh n¡hg6n caso ..... es decir, que todos
los derechos deben ser respetados! y garantizados a menos que
circunstancias muy especiales justifiQ4Eln \Ia suspensión de algunos, en
tanto que otros nunca pueden ser ~uspehd¡dos por grave que Sea la
emergencia. (21) 42 ..'. ..• ...•

",' ,

r
•

r

208. Entre los derechos y garantía~ 9~e ningún Estado puede suspender, bajo
ninguna circunstancia, el inciso 2 del citado'artícl.llo 27 es preciso en determinar que
se encuentran "las garantías judicialesl¡'dispensables para la protección de tales
derechos". .. ¡.:.' " '

", '

" "

....,

,

.' ., , . ,

209. Cabe sena/ar además,que ehe'pres~ntecaso no se han presentado a la
Comisión evidencias sobre la existencia de LÍh~ conspiración sindical para derrocar el
régimen democrático, ni los vínculosquehabrfan establecido los trabajadores con los
conspiradores militares, ni tampocoexplicactdenqué consistió la situación de orden
público que podrra haber explicado las medid_s s)ctraordinarias dispuestas por la Ley
25. Tales medidas al parecer no guardabén rie[áci6n con la situación, pero aunque así
lo fuera, no podíen autorizar ni justificar la etdc,pción de aquellas que pudieran ir más
allá de las consideradas y permitidas PElralot=l estados de excepción contempladas en
el artículo 27 de la Convención. ..•. •. •.. '.

..,' ~

q)

-

.. ',. :.,"

210. El artículo 2 de la Convtlnci6i'1 o¡'l;gaa los Estados Parte El adoptar en el
orden interno las medidas legíslativaso de ~t~ó carácter que sean necesarias para el
pleno dísfrute de los derechos y IIbertadesi6or,sagradas en ella. El Estado de Panamá
no tomó ninguna medida tendiente aprotege~16s derechos de los reclamantes a pesar
de la intensa actividad desplegada~oréstos\¡ no se ha logrado, hasta la fecha, la
indemnización a que tienen derecho. . .' ...•.. , .•..

. .
.' '. ,', ,": :

....
.:..... .:", .. ::.

211. Es más: el dictado de la Ley.2~Y sS aplicación a los 270 trabajadores
objeto de la presente demanda, de mane"ainc'OÍ]Y'Ipa,tible con la Convención Americana,
constituye una violación del artículo 2de lainlstna.}Como ha dicho la Honorable Corte,
los Estados partes no pueden dictar medidas'qu'b violen los derechos y libertades
reconocidos en ella4 3 . ,..... ..

" ,', '
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, '.:',,' :'."~ , '

42 Corte Interamericana de Derechós HUrnánbs, 'OC-8/87 de 30 de enero de 1987.
',' .': : i: .:.

. . ",.'

43 Responsabilidad internacional pOrexPEldlCi\ony aplicación de leyes violatorias de
la Convención, Opinión Consultiva, OC-14194i~ 16 de díciembre de 1994, párr. 36.
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212. La Ley 25 tanto en abirtracto como en el caso concreto ha sido vloletorla
de diversos derechos reconocidos eryilaCoiwenci6n y en consecuencia infrínge también
el artículo 2 del tratado interameriCano44 •..

· '., '

.- rl la responsabilidad del) Est~o de Panamá por incumplimiento de las
recomendaciones cont$nldas en e/Informe 37/97

, ' I
, , "

.,>:~ .', .'

-

212. La Comisión en su 'nfCl~ine 37/91 aprobó una serie de recomendaciones
que transmitió al Estado de Panamá ir dra' 17 d~ octubre de 1997. Sin embargo, hasta
la fecha el Gobierno de Panamá nOa'6ató ni cumplió dichas recomendaciones a las que
por otra parte, no consideró obligatÓtias e'xcusándose para ello con su propio derecho
interno. Al desatenderlas no ha cLilj,lplidO con su "obligación de realizar sus mejores
esfuerzos para aplicar las recomeridaciones de un órgano de protección como la
Comisión Interamericana"4s. Tampoe6 ha 6ump~idocon su compromiso de "atender las
recomendaciones que la Comisión a~n.ie~a en sus informes,,4a.

" :.: "
.'

-

, .' ','::" '.

213. En virtud de la jurisprUdencia de la Honorable Corte sentada en el caso
Loayza, la Comisión soliclta que se e~tablezca que el Estado de Panamá ha violado los
artículos 33 y 50.3 de la ConvencióQ A",~ricana sobre Derechos Humanos.

·

-
.,,:,":.

· " ': ", " .,· ,'::, ,': ,.

214. Que los actos de los 6rg~nost:1elos Poderes Públicos del Estado mediante
ros cuales la Asamblea Legislativa aprob6 la Ley 25 de 14 de diciembre de 1990, el
Poder Judicial la declaró constitucídhal eh c~s! su totalidad a la por de rechazar las
demandas Contencioso-Administrati:vasimpetradas y el Poder Ejecutivo le dio
aplicación, en base a lo cual se violaron lbs derechos humanos de los peticionarios y
se rechazaron todos sus reclamos,iisonincompatibles con las disposiciones de la
Convención Americana sobre Dereehbs HUmanos..

.. ;', .•.•.,:.'· ',,',
, ".' ,', '. .. ."

-

-

'. ..'

215. Que respecto de /as270 p6rsonasen cuyo nombre se promueve el
presente caso, el Estado de Panarriáiha Qejadó de cumplir con sus obligaciones en
relación con las siguientes normas/de ti! Convención Americana sobre Derechos
Humanos: artículo 8, derecho a l.sgárantías Judiciales; artículo 9, principio de
legalidad y de irretroactivldad: artí¿~lo liO,d$recho a indemnización; artículo 15,

,', ::::::,:, . ',',\ '; ,
, ' " ",'..

,'-,

.,' :...
".. ',,', :,'

.. ':: 'i': -: :'
" " :,',,'" .',: . , ..
.' , ',:'

44 Caso Suárez Rosero, sentenci~,de 1:2 deno\liembre de 1997, párr. 97 y 99.
· ' '".. ' ,.¡ -'.

, , :

45 Caso Loayza Tamayo, senten¿í19 deJ17dé septiembre de 1997, párr. SO.
':.... ' ' " " , '
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4a Idem, párr. 81.-
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derecho de reunión; artículo 16, &ere6ho ala .libertad de asociación; artículo 24,
derecho a la igualdad ante la ley; ar~ícul6 25, derecho El la protección judicial.

,0' . '. ¡ "
"':j , >:.

216. Que respecto de las lTli~rTlas: personas, el Estado de Panamá ha deJado de
cumplir con su obligación de recoí'lQcery garantizar los derechos contenldos en los
artículos 8 y 25, en conexión conl~s ari:felilos 1.1 y 2, de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, de la cúal Panamá esl:stado Parte.

::: '.,,:, '. .
"',

.,' ."." ." .

217. Que el Estado no had.doéumplimiento a las normas contenidas en el
artículo 2 de la Convención Ameri6MasobreDerechos Humanos, en virtud de que no
ha adaptado su leSisl8ción a las di~posi6iónesdedicha Convención.

'c ' • ," • ,". ""
". ".:'
::- 'o.'..:': . "', ', ",,' '
o" 0'- . . '

21 B. Que dentro del prdCe.soseguido ante la Comisión han quedado
acreditados los siguientes hechos que establecen la responsabilidad del Estado de
Panamá: '; ': .Ó. " •

. ' :,,:',
"'.: :.

219. n r·· 1. Que la Coordinadora
de Sindicatos de Empresas E5tatale~ presentó al Gobierno de Panamá un pliego de
reclamos laborales en octubre dei 1990;2. Que el 16 de noviembre de 1996,
mediante Nota 2515·90DM el Esta'áo r~chazó todos los puntos contenidos en la

'1' .',.:' ,', , "

solicitud de la Coordinadora y dio p6~'terrrifnado el proceso de negociación; 3. Que la
Coordinadora de Sindicatos de Em¡:ir~sas~statale~ hizo pública su intención de llevar
a cabo una manifestación y paro de¡\labÓ.resdurante los días 4 y 5 de diciembre de
1990; 4. Que el 4 de diciembre de\fJ,9éOJEm'efecto tuvieron rugar la manifestación y
marcha pública de protesta; 5. QuelÍIC6rónelEdtJerdo Herrera Hassán y un grupo de

" .,1, o"' ,. .,'

militares encarcelados en la aislada ~Jslaiprisión de Flamenco se fugaron de ésta el
mismo dra 4 de diciembre y tomarcñ ¡pareialrhente'el Cuartel de la PolicCa: 6. Que el
paro de la Coordinadora de SindicatÓ~deEIn~resas Estatales se suspendió a las 7.30
amo del siguiente dra 5 de diciembt~ pÓrorden de los dirigentes; 7. Oueel 6 de

,o', ~\:, ",::",". ',_. ",

diciembre el Coronel Herrera Hassál1 ~ueCf,ét~nidoY sometido a la justicia panameña;
8. Que el 10 de diciembre el Pres;d~j1te#,e le Republica, Guillermo Endara, remitió a
la Asamblea Legislativa un proyectb~'deJ~yproponiendo la destitución de todos los
trabajadores que participaron en lao~salÍ,*ación y/ejecución de la manifestación, por
complicIdad en el atentado mílitar córitralaOemocracia y el Orden Constitucional; 9.
Oue el 14 de diciembre de 1990 la A~ambl~aLE¡gi$lativa aprobó la Ley N° 25; y, 10.
Que la indicada Ley 25 apareció pot4icaQ~ enia Gaceta Oficial de Panamá el 17 de

':,.''' ,'.'"i"·:' : ,',

diciembre de 1990; "Que aún antesdi$ es.El'fecha sé efectuaron la gran mayoría de los
• " ,': ,,:~,:, : .v.i" .,": ..despidos ..' ir: ". ...•• .... ..

. :.::.: \L:· " :":',,: :.:. -.::.
;i'," :/:', , :' :-'-"':, :'" ,;.; :: -':.,

220. I r ',' '. T;QUeenaplicaci6n de la ley 25, seelaboré
· s-. " '. :.,.: '.' ", ' ,:'

una lista de participantes, organizad6ri;ls VéJeeutores, sobre la base de la identificación
'. ;~" ,,',':¡, :. . 'o',

que de éstos hicieron "las autoridadtsslJperioresde las distintas dependencias del
- ',. l"" " , . " ." ' " - " ' •

Estado "; 2. Que en aplicación de dicht:!\la J~Y, é/(.:ol"lsejo de Gabinete, órgano del Poder
:~\.,.Jt.: :,: ;).:'L: ..";.:., , ':'.
· ,':. '. .'", .,'., . ,:;:.' >:
:'t,:!¡;':', ":- ';:)':: ,",,:: .. :.
, "- :\:", ' . ..-, ,": ' ;': '

": ,1 ..
"o "1' ".,.: v. ':.' ' : :..' .,-:.: t:' .. ; , ..
.' :' ",': -: .. ',
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Ejecutivo, procedió a determinar us~ lásaceiones son contra la Democracia y el Orden
Constitucional para aplicar la sanqióh,adr\"linlstrativ8 de destitución"; 3. Que las
sanciones declarando insubsj$tente~ ló$.noi"nbramíentos de los presuntos implicados
se comunicaron a través de la carta dé destitución que se incluye en el presente

.' ~ .' .,'," , '. '

informe; 4. Que en efecto, como r,,~urtat:1oe:te estos hechos, se produjo la destitución
y separación masiva de los empleados estatales que aparecen como peticionarios del

." ': :....... :; .'
presente caso; 6. Que la presunción ~e eómplicidad para delinquir se aplicó por igual,

',l· '. """'" '

sin distinción de grado, a todos aqli,eJlo$':aquienes se identificó como participantes,
organizadores y ejecutores; 6. Ó.~e ¡16,$ elfectos retroactivos de la Ley se hallan

" " ,.','..'-' '

ordenados en el propio texto de la i"nisma; 7. QUe los funcionarIos destituidos por
mandato de la Ley 25, fueron sometidp~:a un fuero distinto del que les correspondía

. . l' " ",.' ',' ,

de acuerdo con la ley que estaba en és()~m6mentos vigente; 8. Que por mandato de
: : ~: : ' ." .. - ; . ' , :; " .

la Ley 25, los empleados estatales Qestitiuidos fueron sometidos a jueces, tribunales
, ): ,,:;".. ' "

y procedimientos judiciales diferentés est~blétidos con posterioridad a los hechos; 9 •.' ,~. , . ',",', ' . ,

Que los funcionarios destituidos, al ¡ho réCibir atención a sus reclamos, presentaron
peticiones ante las autoridades pari8rn"~8S por la. aplicación de esta ley; 1O. Que los
funcionarios destituidos demandarol1 ¡arit~,laCorte Suprema de Justicia de Panamá la
inconstitucIonalidad de la Ley 25; 11¡.b.ci~ la Corte Suprema declaró inconstitucional

, '," ,', " '. ' ,

no la totalidad de la Ley sino la parte ter¡ ~pe ponfiere facultad al Consejo de Gabinete,
órgano del Poder Ejecutivo, parad¡etéf:JTIln¡:lr si las acciones eran o no contra la
Democracia y el Orden Constitucior:!af,t$~\Jltad que sólo corresponde al poder judicial;
12, Que en opinión del Ministerio/pbl:)lr6p,que la Corte no tomó en cuenta, de las
investigaciones penales realizadas n() ¡én,~¡'gíEt ninguna evidencia de que los grupos de
trabajadores estetales hubieran partic!pc:l~B "de manera alguna" en el intento de golpe
militar de diciembre de 1990; 13i'lQ,u~:IOS reclamos de los peticionarlos fueron
rechazados hasta la última instancia porQEicis;6nfinal de la Corte Suprema.

221. . ,';.\Qu~inul"lca se instauró un proceso judicial penal
cuestionando o procesando a aJgund~eíei~péticionarios, miembros de la Coordinadora
de Sindicatos de Empresas Estatale~,i.#orrio coautores o cómplices del delito de
rebelión, sedición, motín, alzamiento.~ri.,ael'na$, incitación a la rebelión o cualquier otro
contra la seguridad del Estado de laN~di4noidelorden constitucional, en relación con
el movimiento militar del Coronel EdUardo Herrera Hassán; 2. Oue ninguno de los
miembros de la Coordinadora de SiM¡qa'f~sde Empresas Estatales fue comprendido
en la investigación penal contra efGo¡.c.i"el'Eduardo Herrera Hassán; 3. Que en la

• ,', 1, : , : ..,'.', ' ' : ;

sentencia judicial contra los militaresqomp,lotl':ldosno se acusa ni involucra a ninguno
de los trabajadores peticionarios; y, 4.r,Q.u~ilamanaestaci6n de los trabajadores no fue
nunca prohibida ni declarada fuera d~la í~Y.i •

• '."- ',o

: :,:: '::, . . ::'. :, "'.'" :', '
" . ".,:

..'. (. ',:.!:. ,::::\ .. :::',: ,: '

222. Asimismo, la Comisión~ostte;,ey probará en el curso del proceso:
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Anexo 1.

Anexo 2.

Anexo 4.

Anexo 5.

Anexo 6.

Anexo 3.

Anexo 8.

Anexo 7.

Anexo 9.
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disposición de los señores jueces V rtii~ro~r. de la Corte y también de las partes para
su correspondiente estudio, consid~rePfP¡i¡ yalegatos:

, :.. ,~:' i: ,: .' ',<,¡
::¡:. ::~, i¡': . :". .;.;-¡
• '. ',,"1' .. ..::

1.1. Aportados por la ComisI6n)!' ',.,',',
. . ,. I ' .' .,:",(: , rT.' :.::: \~~ ,.

Nota NO 2328-[)'E i,ct.~l~ de-noviembre de 1996 de la Lic. Elida
oraz, Directora: ~~6.utiva .del Instituto de Acueductos y

• ". " 11• .. ~."

Alcantarillados Naoio 1'181es r 'condicionando la atención de los
',':: !:.:'~: .: :::; .

reclamos de los th'lbllijadqres asu desistimIento de la denuncia ante
la Comisión.L ti .','¡'.

>~: }:: :~¡.: .' >::/
~',:,:I,,":,:: "

, :. ::. ..1 ,'. .' .• 1: .

Memorando N° 5~4J~I~ 2 ide noviembre de 1996, firmado por
el Dr. Orlando BiiWsjl"o~ ~irector de la Asesorra Legal del Instituto
de Acueductos' y,A.fcintarillados Nacionales, pronurici6ndose

.' "'o" • ,,'

sobre la falta de caU.acle destitución de los reclamantes.'. :' .:. .' .':,,' .., ,' .. ':,

:.\' :i:·1' ':':. \:;
Certificaciones~e ¡1~FI4~alíaNovena del Primer Circuito Judicial

sobre la no incluiidti¡de;:~osreclamantes en el juicio por sedición
que se segura co~t~fJ!el ~ororiel Eduardo Guerrera Hassán.

Notas del 10, 11'V h¡~d~ diciembre de 1990, del Ing. Jorge de la
Guardia, DirectoHG~~r~~ del.lnstituto de Recursos Hidr'ulicos y
Electrificación, qije ¡cpml!inica a peticionarios que sus cargos han
sido declarados irisÓf)$¡s~ntes.

:' :,r·, ti: :;\:. .:.: ::ij ,
..• ' l,.' ': ,. :: '.

,:.::¡:,'. t;y,·:·:<:m :.....
Nota SC-Sf-032..:~2~tl!l:rSJndicato de Trabajadores del Instituto de
Recursos Hidráuil~d'S!y:E;J.ectrificaci6n del 12 de febrero de 1992
con certificaclonés td~liqerici8s por enfermedad y otros mb de
varios reclamant~.t·!· (:ji .

'. ':' '1"' •,' .'"
';",l;: ,::~..,:;(, :::,..,;,}: :: ... ,

Nota CSJ.SNG-3~~di 3 de octubre de 1994 dirigida por el Dr.
José Manuel Fauri<J.~Vi~epresidente encargado de la Presidencia

.. ':.. .l ....1' ..~:' :'." • .

de la Corte Supreftta\d.ErJ.~stlcia de Panamá al se/'lor Gabriel Lewis
",', -" ,¡" ..' """ ..

Gallndo, Ministro!C\'er'.f'~aei6ties Exteriores de Panamá de ese
entonces! {I'/ii¡.. " ,¡', ' :::' ':(:. "',: :::, .

/~\> r'( \',.' /:', ,\:(1 ,:.'~::, ;':

Constitución PolíHcen:lé'l~ ~é~(,blica de Panamá.
',',.;:, :\" '.:1: •• :'," ...:~.~ .:
:::.¡':.: ~,:!: ~., ',:.:,' .:,:j;¡ -':'.' " .
.. ,'" ""~:':" ..,.¡~ '.,' .'

Ley Número 8 de~st~e'if*bf:eréi de 1975, que aprueba legislacIón
especial para las r.l~loh. de trabajo entre el IRHE e INTEL y las
personas que pre.an;I!S~~I¿ios en dichas instituciones estatales.

....', ,"" .'J', .o', ':',1 ". , .' " " ",' '
',',o: '?'.:,:.::.. ::;'¡ " ";.. t.: 1:"", lo': ;."1;', ,',"

Recurso de recoriiid.;'.ÓI6nirúerpuesto el 17 de enero de 1990.
:.,¡:. lo'. ; :::. :.~¡ -: "
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Anexo 10.

Anexo 11.

Anexo 12.

Anexo 13.

Anexo 14.

Anexo 1S.

Anexo 16.

Anexo 17.

Anexo 18.

- .. ..
;.' ,'::.:,,',' r .:'.',' 0,,

..... ¡ .• ~~ -
, . .

:.'-, .~~;. ,,:,::. \: ..... ,.

Certificaciones de (os gÚzgados de Trabajo en los que se establece
que no exjste~' ~erHé¡'das de ilegalidad de la huelga de los
reclamantes. . ••• ...•••. ¡

':: ' , •• ', ','o
o " :,' • :." ,

~:: ..:: .r .::'::.:: . "
Representantessiridicál$sdel Sindicato de Trabajadores dellRHE
despedidos por la ~ey··2,5 del 14 de diciembre de 1990.

- -, o', ,-
.' . ",; ,"''., ~' "",:,... ": ":';"
.:: ~: -:::' '. .

Nota No. DPG·~12~·9'ide 8 de noviembre de 1991, remitida por
el Procurador General dé la N.ación de Panamá al Presidente de la
Comisión de Trabaj8 Y/BIenestar Social de la Asamblea Legislativa.

':., :f: ,:;; ~

:::: ~: :.. !::f:~. :
Informe de la Corni$i6rl'de Derecho de Trabajo del Colegio Nacional
de Abogados. .•.••.. f(; . .

". i: . :,:: :. .
".' ,,' "

Texto de la LeY~5~ •. , ¡
.... "" '. :.'::' ~. ,. .,',' "

Demanda contenelos~¡Administratjva de Plena Jurisdicción y
Sentencia del 2tdé jÚlJi~ de 1993.

:': ' :~: : ~::'~~ .~;
:'::: : t .... 'i\ ,~¡ .' .'

Documentos referentes a la sltuecién de la señora Oirie Lauchu,
'.-' ~: ,;,':. :': .

destituida cuando goza~ de licencia por maternidad.
. " ~.' ......

:)~ : .\r -,:, .~+ t ,.' -
Informe Preliminar 4e ]~E!obligaciones pendientes por pagar a los
trabajadores despeQidqS) por ·Ja Ley 25 del 14 de diciembre de
1990 a la RepúbUca de:l?anamá.

. , '~, ..: .:: ~,.,', :::, ,...."

Personal destituldot pdi~'a Ley 25 V luego reintegrado como. . ,., . ,

personal nuevo. <. ' .•..

Anexo 19.

Anexo 20.

....
Anexo 21.

Anexo 22 .

....

-
Anexo 23.
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1 .1 .4.

1.1.5

1.1.2.

1.1.1.

1.1.3

1 .1. Expedientes

".>.
". .. , . .' ",

.:',' : ' ..':,
-,' .. "':;

Anexo 24. Resolución de la Cort~Suprema de Justicia del 23 de mayo de
1991, recaído Eil"l el, re~Urso de lnconstítuclonalldad Interpuesto por
los reclamantei< ,.U',' ' : : :: :f .

: .. , , • • o",

>~:: .: :.)( .
Anexo 25. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.

':-'" :. -, ;,.'.

Anexo 26. Constancia not~rial d~ la denegatoria de la Secretaria de la Junta
de Reconclliació~delMinisterio de Trabajo de recibir, por órdenes
superiores, las)#ernllij.)das de los reclamantes, lo que acredita
hostilidad y viol~ciÓn8'llas garantías del debido proceso contra los
empleados esta~8les a:~stituidos por la Ley 25.

, . .'
" ;', . ",,-

:.::'. . . ':. :,:;\·::.'. : . . ,.,
o" :.' "-~~

· .. ", .:- ::1.: ;:. , '"'
:::::. '"o ::'. ,j :

Documentos que debe aportar el GQbierno panamel'lo

La Comisión solicita a la co~e ~uU1 requiera al Gobierno de Panamá para que
proporcione la siguiente documenfacJóh:;¡ que se encuentra en su poder por ser
documentos oficiales:; •'.>\

:.:. . .....
.'. ., :.' .:'~:I
.',: : .·,,' ':, ':'':..r.: , . ' .

:.:!';: ;: '.'> '.,;,.:}» '"o

, . .:.:;,
'.;::, :: ":', ~i¡ ." .

Expediente del p~pc~sol seguido por el Consejo de Gabinete contra
los trabajadores!destit~idospor ra Ley 25 de diciembre de 1990.

Expediente de I~;s dili~~ncias cumplidas por la Fiscalía Novena y
por el Juzgado S~pt¡rnC5:¡dÉl Circuito de lo Penal, Circuito Judicial de
Panamá, por el déntode "sedición" contra la personalidad interna
del Estado segulªo t()H~ra Eduardo Herrera y otros. Dicho delito
está tipificado e~ elcapítulo 11, Título IX, libro /1 del Código Pena'
Panameño.\ •,): • .

'j,'~, ...•. .. ...
Actas de las.:! d~nb.!!lraciories del Consejo de Gabinete
correspondientes al/g,es. de diciembre de 1990 Y a las
desarrolladas enforrloi¡ la discusión de la Resolución 110 del 23., . ' ....

de enero de 1991. :[K .'.
::."i/: \": ,',:,::';~i .:
.:",. :.: ·"::':.:t: ":" . ,

Actas de deliberácibnes ··.·.·de la Asamblea Legislativas
.,,;' '. . " :." .

correspondienteSaLdrá14 de diciembre de 1990, en que se
debatió la Ley 25" .....:j '.

i;<'<i¡¡ •. ..•. ... .... .
Expedientes ju~ic¡al~~ ...•.•.• de. las demandas Contencioso-
Administrativas i~ter'p4+tas Jjor Eduardo Gaslfn Caballero y otros,
Miguel Angel OsorioYQtros, Yadira Delgado y otros, LulsAnava

:::r:r ;\:;.. -.:·:'::,m" " '

"'::.}\ t:':: ''-'::{::Jl ',"'i·" .
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y otros, Andrés.Alerrlány ottos e lvanor Alonso y otros que dieran
origen a las SIguientes sentencias de la Sala Tercera de lo
Contencioso Administrativo; 1. Sentencia del 18 de diciembre de
1992 (Entrada ~o. 17~ ·91 );2. Sentencia del 21 de junio de 19S3¡
3. Sentencia dé'1 20dejunlo de 1993 (Entrada No. 172-91); 4.
Sentencia delaO de'jüniode 1993 (Entrada No. 178-91); 6.
Sentencia delaO dejúniode 1993 (Entrada No. 279-91); e.
Sentencia del 23 de)jüliode 1993 (Entrada No. 278-91); 7.
Sentencia del áq de julio de 1993 (Entrada No. 304·91)

.,::. ," "..

1.1.6

1.1 .7

-

-.

- ',.
'h ",'

,.'. '

..

Licenciado José~anJElI Faundes, Magistrado de la Corte Suprema
de Justicia qui~h ei'l(ejerclCio de la Presidencia de la Corte
Suprema, en not~ diri9¡d~ al Ministro de Educación, se pronunció
sobre la forma6omo'p~ocedió en el caso de los trabajadores
destituidos por rti,. Ley2S; •....••

,:":)~'; .. :....:>:: >':":':', .. ::-,: :
Licenciado JoséMau~d,ex·Oitectorde INTEL

..':',;~.'. " -: :::. ''',... '

Doctor Humbert~Rldbtd,al:lbgado experto en derecho laborel y
constitucional yQ!atedrétic:o universitario ... - .,' '

<:::f, ",- ',:.

Señor Manriquer-hejía/déstitlJicfo por la Ley 25.

, ,";. .. " : ' .
• ',.; ,o", .', "'
",',". , ", " . -,"

Testigos ofrecidos pofta C(JJ11i~ti6n
'.:~~ • o." •. ..... ...: ..:. .'
.' ..; . '. ," , ,'. .'

,:.\i1 : . , .. ', :,:. ::.. ,:>.
Licenciado Ram6,h LiíTIar Vlcemtnlstro de Gobierno y Justicia en
aquella época,iJ' ••...•......• ' .•.... ..

" ,..

2.1.4.

2. , .5.

2.1 .1.

2.1.3.

2.1.2.

2.
-

-

-

-

-
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2.1.7.

2.1.8

• • : , e, •••••.'. . ..
'.' .":.:;'.".: " .. ,'

Doctora Aura Fe:tralltt)ab()gado, Procuradora de la Administración
en las ápoca déICishe~hos,qujen se pronunció en relación con el
reclamo de los~rabajad(jtes'

';' .'. .
:::; .,:. '::.'-:::'. . .::,

Doctora Nilsa Chung'~~GOntález, magistrada que tuvo a su cargo
la investigación delOasocontra el Coronel Eduardo· Herrera

. . . .'

Hassán. ....•• . .•..••.. ' ." " ..' '.' . . .. '

.. ...
· ..

': '.. ;,
, " .,. '..,', ."

.::.;
.... .

2.1.9

.', . ,.':, '. : : '. . . ..
'. . , . , .,..... .' ."
. ," ": .' ': ..:: . ..... " ..... . .' .

Licenciado A09~lioCruz,ProcUradorde la Nación (Fiscal General),
autor de la notaremltí(léii .• ~. la Asamblea informando que los
servidores públicos hOtehfan nada que ver con la asonada militar.

. , . . .' .. ':.
....:. '.,.', ." ..
.... '. ".' '.'

Sin perjuicio de ello la Comi$lónséireserVa el derecho de aportar prueba en el
momento procesal oportuno. ....• .( .... • ..••.. . . ' .'. " ' ..

:.:-: :.:. ':,:';: .: ::. , "..' " ' .... . " '.'. , .. " .
.'" : ": '.' "... . . . .· ,"

,,'

•.....
· ..

,.' .
•

' ..
· ...

•VIII. •. . " .'
•• : oO' :: :.:'..: i.':: ..... ". . -.: '

225. La Comisión designa aÍjtejaiéorte~6mo delegados, para que actúen en
el presente caso en su nombre y rep"ése¡-¡'táciÓri;~1 Dr. Carlos Ayala Corao y Profesor
Hélio Bicudo, miembros de la Comisi6n,é:¡tJi~ness~¡'án asistidos por el Embajador Jorge
E. Taiana, Secretario Ejecutivo de I~C661¡sionypor el abogado de la Comisión Dr.
Manuel Velasco Clark, pudiendo designai/rhás adelante, El otros delegados o asesores.

'.,. .' ,.'. .. .

...

-

.'. ", ':" :.', ' .

IX. OESIGNACION DE ASES6RE~i? •.•.. ..•..

, ' ..' '.: '.

'. , '.

...

PETICiÓN

.
'. ,.', '. .....

. "'.:: :' : : :-: '. .. "
.'" .....

226. Los representantes le9alesi~e la/Comisión seran asistidos por los
siguientes asesores: doctores ArieFOulitiky'Viviána Krsticevlc, Marcela Matamoros
y la Iicenciade Minerva Gómez qujen~sre~r~s~ntaron a los peticionarios en el presente
ceso y actúan en su representación (artrdUf<J'22d:el Reglamento de la Corte).

:.:' ;"':,::'i::/ " ,:. .... . " ....
. : .': .. ". ':'.' " .'.

, . .' .' '. .
.; :: ..: :'. '. '. • • ',o : ::: :.., " ,", .. ' , ,

" . ' ,..' . :. ,:., ,.. ' .. ' .' :: .
:.:: . : :.:: .>',: :·:i " .. :"..

227. Por las consideracionekexp~~sta~/la Comisión solicita a la Honorable
Corte, admitir, notificar y tramitar la preseD'tec:len'landa y I en su oportunidad declararla
fundada, declarando que el Estado d~Pa~~rriápor actos de sus agentes y por actos
propios ha violado, en perjuicio de.ti¡s2'!10pertlonas cuyos nombres se consignan
como vrctimas de este proceso, los debe,.é~;de r~$peto y de garantía dé los siguientes
derechos:!'" ..• , .• , ..... ).

.:>~ : : :\·l·:':::) .< .:;:'~ :::":
", .' ,,",.... ". ;, '.'. . : ' ...

',,:n . : :'> <:::':':' .. .. ,."::: "
: :' : ':'::'
." .,' , .,.' . ...-

-

- :.::. .'.:: •
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Washington D.C., 16 de enero de 1!998:
".

· . '. .

pagar una justa indemnizacj6n~omp~n8Il1toña 8 la8 vrctimas y a reparar 18$
consecuencias que sus actos vjola~orjoshahgenerado.

.: ::. '. ... ., .' . ..
" : : -, : .. :

229. Asimismo \a Comisjó~ solí~ita que la Corte estable;;¡;ca el pago de las
costas de este proceso y que:!recorjozca el derecho de las vrctlmas y sus
representantes ante la Comisión Y,ante'fa tOrte 8 ser reembolsados en sus gastos
incurridos ante las autoridades 'pana¡"'el'ias .' y ante los órganos del sistema
Interamericano.' ".'. '. '.

· .... ' ..
:: ..' .: ..

, ,".' :
, .:
.' . .' .· ,

..

....

....

....

....

....

•

,...

.. ,
· ,..
: "

.' ,:

'.

'..,
.'

...· '...
',' ..· .' .

" ::"..

..

., ...

..
.

'.. '

.

..

..

'.. '..·: . . .

...

..
•

. , .: "...':: ..;
.". ':

.:: ."\ .'
" . " .. .

•

,

,
..

,
• • ,
· •,

.',

.'. :
, "'.' ,. ,.
• .:' ': .. "o

· ::: .::
'.',' :· .... , '.

· ..,

' ...
• •

.' ..
,', '". '

,"' ,

· .'."' .,· ...

· ... ' '

: .: ~
· ""

, : ...

" .:::
· ..
· .. ' '..

',' .

....
· '.' .
· .:; ':

.', ,

.', '
•

: ::::. :

.'., :,

· ''-'.., ....
· .::.:

· . ·· .
' ... .· '.,...

, : ::::
" : -.:;':· .'..

..
.' .: . . . .,'.: :

" ;
, . ". '".' .' . .".' :

, ".:

'>;
" -:
:: ':

, .:
: .,
.

.:,,:
" :
," .:
.,.:

..
'oO'

• •..

.: ':

,:: .¡
.:',;
·.' .',

· .

•· .

" .'

·
•

.: -:..

:,:

" ,
..

" ,

· ..' ....

· .
•

-

....

.. ' . ,. ."...:. . ." ; . . .
. .'!:. .' ., ...':. , ,

:-: :: ..
.. ...•... '.' ' .· ,': :

. .' ..
· : :. :... '· .... :

.. "

.:-:.

-

-

•

____._"._ .. "...~._•.•__~_'" 'IT-'

----~--_.---_._----------------_.


	Demanda de la Comisión Interamericana
	Objeto de la Demanda
	Exposición de los hechos
	Las víctimas

	El procedimiento internacional ante la Comisión
	El agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna
	Trámite del Caso No. 11.325 ante la Comisión
	Cuestionamiento del Estado de Panamá en el procedimiento ante la Comisión
	El procedimiento de solución amistosa
	Cuestionamiento de los peticionarios a los alegatos del Estado de Panamá
	El Informe 37/97 de 16de octubre de 1997 y la respuesta del Gobierno de Panamá

	Competencia de la honorable Corte
	Violaciones cometidas por el Estado Panameño en perjuicio de las víctimas
	El marco de referencia
	Consideraciones sobre el problema de la Ley 25 de 14 de diciembre de1990
	La violación de la Convención en cuanto a las garantías judiciales
	La violación de la Convención en cuanto al derecho a ser oído (artículo 8.1 )
	La violación de la Convención en cuanto al derecho a un juez o tribunal independiente e imparcial
	La violación a la Convención en cuanto al derecho a un tribunal competente
	La violación de la Convención en cuanto al derecho a un tribunal establecido con anterioridad por la ley
	La violación a la Convención en cuanto al derecho a la presunción de inocencia
	La violación de la Convención en cuanto al principio de legalidad y de irretroaotividad
	La violación de la Convención en cuanto al derecho a la Protección Judicial
	La violación a la Convención en cuanto al derecho a contar con un recurso rápido y efectivo
	La violación de la Convención en cuanto al Derecho a la libertad de Asociación
	La violación de la Convencion en cuanto al Derecho de Reunión
	La violación de la Convención en cuanto al compromiso del Estado de adecuar su legislación a las normas de la Convención
	La violación de la Convención en cuanto al Derecho a Indemnización
	La mal Invocada cuestion de orden público
	La violación del artículo 2 por no adoptar disposiciones en el orden interno
	La responsabilidad del Estado de Panamá por incumplimiento de las recomendaciones -contenidas en el Informe 37-97

	Conclusiones de la demanda
	Prueba que ofrece la Comisión
	Designacion de delegados
	Designacion de asesores 
	Petición




